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RUS y LA INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 15 DE LA CONSTITUCIÓN. 
1. La protección jurídica del ,masciturusl>. 2. El artículo 15 de la Constitu-
ción y la interpretación jurídica. 3. La función interpretativa de los princi-
pios jurídicos. lll. EL SUJETO DE CADA VIDA HUMANA Y EL CON-
CEPTO JURÍDICO DE PERSONA. 
¿Qué puede justificar la publicación ahora de este comentario a 
una sentencia del Tribunal Constitucional español del año 1985 -la 
llamada sentencia sobre el aborto-? 1 Espero que las siguientes líneas 
den respuesta a tan razonable pregunta. El origen del trabajo que sigue 
se encuentra en un estudio monográfico que acometí hace algún tiem, 
po sobre los principios del Derecho Eclesiástico del Estado español en 
las sentencias del Tribunal Constitucional. El resultado del análisis al 
que acabo de referirme constituye uno de los capítulos de un Tratado 
de Derecho Eclesiástico español que acaba de ser publicado 2. La pre, 
1. Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante STC) 53/1985, de 11 de abril, en 
Boletín de Jurisprudencia Constitucional, Cortes Generales, mayo 1985, n. 49. Cfr. Boletín 
Oficial del Estado (BOE) 18.V.1985. Ponentes: doña Gloria Begué Cantón y D. Rafael 
Gómez-Ferrer Morant. Para las páginas que siguen conviene tener en cuenta que los Antece-
dentes de la STC se citan por el número arábigo correspondiente precedido de la mayúscula 
del número romano 1; es decir, 1.1, 1.2, etc.; mientras que los Fundamentos Jurídicos de la 
sentencia se citan por la simple indicación de sus apartados internos: 1, 2, 3, etc. En ambos 
casos, las citas se recogen entre corchetes. P. ej. [1.3), sería el n. 3 de los Antecedentes, mien-
tras que [3 y 8) serían los Fundamentos Jurídicos nn. 3 y 8. 
2. La presencia de los princiPios informadores del Deredw Eclesiástico español en las sentencias 
del Tríbunal Constitucional, en AA.VV., Tratado de Derecho Eclesiástico (Pamplona 1994), pp. 
243-320. 
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sente sentencia tiene algunos puntos de interés para el Derecho Ecle-
siástico que en dicho capítulo se comentan. Sin embargo, la enjundia 
del problema central tratado por la sentencia es de tal envergadura para 
el equilibrio del ordenamiento jurídico, que hizo que le prestara una 
atención particular, aun cuando su contenido quedara fuera de la lí-
nea de trabajo emprendida. Así salió este comentario crítico a la sen-
tencia de nuestro Alto Tribunal que juzgué tenía un interés específi-
co que no quise soslayar. La celebración en este año de 1994 del Año 
Internacional de la Familia, y la buena disponibilidad de los respon-
sables de Ius Canonicum, confluyeron en crear la ocasión oportuna 
para que una parte -la principal- de este trabajo salga a la luz aho-
ra. En todo caso, hay diversos aspectos de interés en esta Sentencia 
que en esta ocasión no trataré, y que siguen teniendo, a mi juicio, 
una real actualidad. Entre estos, no es el menor, p. ej., la delicada 
situación en la que se encuentra la mujer. Esos aspectos podrían ser 
objeto de una próxima publicación. Sin embargo, a pesar de su im-
portancia, no dejan de ser aspectos complementarios del punto nu-
clear que seguidamente trataré de desarrollar. Sin duda, por último, 
las referencias bibliográficas podrían haber sido más abundantes. Cier-
tamente así el trabajo hubiera sido doctrinalmente más completo. En 
todo caso, primordialmente se ha pretendido un comentario a la STC, 
más que un estudio de la doctrina sobre el tema. 
1. INTRODUCCIÓN 
El motivo de tratar de entrar a fondo aquí en valorar críticamen-
te el Fallo en su conjunto y los argumentos del Tribunal Constitu-
cional 3, está en la importancia que el tema tratado -la constitucio-
nalidad de la protección del nasciturus- tiene para el entero orden 
jurídico y para cualquier manifestación de la ciencia del Derecho. En la 
sede del TC se ha argumentado y tratado de precisar con densidad jurí-
dica sobre cuestiones que afectan directamente a la dignidad y protec-
ción de cada ser humano desde el mismo momento del comienzo de su 
existencia. Nadie puede desconocer que el hombre como persona queda 
3. En adelante, ordinariamente, Te. 
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profundamente afectado al admitirse la constitucionalidad, en · determi, 
nados supuestos, de la destrucción de quienes aún no hayan nacido. 
Las razones con las que el Tribunal Constitucional justifica la referida 
constitucionalidad serán valoradas en las páginas que siguen. En temas 
como éste, el jurista no debe pasar precipitadamente, sin detenerse a 
reflexionar sobre los conceptos básicos del saber que cultiva, sobre 
la finalidad del mismo ordenamiento jurídico, y, en concreto, en este 
caso, sobre lo que significa ser persona en el Derecho, porque «el va, 
lor de la persona es postulado de toda concepción humanista ( ... ) y 
los juristas, como custodios del Derecho tienen un deber vital en su 
guarda» 4. No puede olvidarse, además, que la Constitución españo, 
la 5 en su arto 10.1 reconoce que el fundamento del orden político y 
de la paz social se encuentra en la dignidad de la persona humana. 
Por otra parte, este tema no tan indirectamente afecta al Dere, 
cho Eclesiástico. Toda protección de la libertad requiere ineludible' 
mente la previa protección de la vida y el Derecho Eclesiástico es 
eminentemente un Derecho de libertad 6, si atendemos a la famosa 
afirmación de Jemolo de que, en un cierto sentido, el derecho de li, 
bertad religiosa constituye la primera de las libertades 7; si esto pue, 
de mantenerse en el orden esencial, referido a la libertad ideológica 
y a la libertad religiosa, en el orden existencial, en cambio, el primer 
derecho es el derecho a la vida 8. 
La destrucción de seres humanos vivos y en formación es la des' 
trucción de futuros sujetos de los derechos de libertad; y, en concreto, 
del derecho de libertad religiosa. Parece claro que la seguridad del existir 
jurídico queda gravemente dañada en su misr:na raíz (cfr. arto 9.3 CE). 
Pienso que el problema no puede ser abandonado pacíficamente en 
manos de los cultivadores de otras ramas del Derecho (constituciona' 
4. Cfr. F. DE CASTRO y BRAVO, Derecho Civil de España, tomo II (Madrid 1952); reedi-
ción de Ed. Civitas, en reproducción facsimilar (Madrid 1984), p. 13. 
5. En adelante, CE. 
6. Cfr. 1. C. IBÁN. L. PRIETO SANCHÍS, Lecciones de Derecho Eclesiástico, 2 a ed. (Madrid 
1987), pp. 24 y 25. 
7. A.c. ]EMOLO, 1 problemi pratici della liberta (Milano 1961), p. 131, cit. por P. LOMBAR· 
DíA, El Derecho Eclesiástico en AA. VV, Derecho Eclesiástico del Estado español, 2 a ed. (Pam-
plona 1983), p. 31. 
8. P.]. VILADRICH, Los princiPios informadores del Derecho Eclesiástico español, en AA. 
Vv., Derecho Eclesiástico del Estado español, p. 203. 
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listas, civilistas o penalistas). No dejaría de ser peligroso que las disci, 
plinas jurídicas se desentendiesen de sus propios fundamentos. 
Por otra parte, podría entenderse como una grave omisión no 
detenerme suficientemente en la especialísima situación en que se en' 
cuentra la mujer gestante, cosa que ya el Abogado del Estado repro' 
cha a los recurrentes [cfr. 1.3] y que, a su vez, el TC tiene en cuenta 
de modo primordia1 9; precisamente el Fallo se fundamenta, en bu e' 
na parte, en la defensa de los derechos de la mujer, ante los cuales, 
en determinados casos se juzgará constitucional la destrucción de la 
vida del nasciturus. No me es posible aquí detenerme en todos los 
aspectos de este difícil problema, y concretamente en la valoración 
jurídica de la angustiosa y extremadamente delicada situación de la 
madre en los supuestos del proyecto de ley recurrido. Sin perjuicio 
de lo que acabo de señalar, pienso, en todo caso, que esta desaten, 
ción parcial, por mi parte, no impide la consideración atenta del nú, 
deo del problema: el fundamento jurídico'constitucional de la efecti, 
va protección de la vida del nasciturus. 
Por último, interesa tener presente que no pretendo hacer un 
análisis exhaustivo de la sentencia, sino simplemente detenerme en 
aquellos temas o aspectos que considero de mayor interés. 
Antes de entrar ya propiamente en el tema, interesa advertir 
que, como consecuencia de la sentencia, seis juristas de reconocida 
competencia (cfr. arto 159.2 CE) son tratados por los otros seis colegas 
magistrados del TC de carentes de respeto riguroso a los requisitos 
propios de la interpretación jurídica !o. La fuerte disensión se refiere 
a la interpretación del arto 79.4.b) de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional ll , que trata de la competencia del TC en determina, 
dos casos. 
Aun reconociendo la trascendencia de una u otra interpreta' 
ción de la referida disposición, puede resultar sorprendente que ahí 
se centre la discusión, manteniendo en cambio un pacífico acuerdo 
9. [cfr. 3 y 8]; el grave conflicto de intereses que se contempla reviste unas «característi-
cas singulares, que no pueden contemplarse tan sólo desde la perspectiva de los derechos 
de la mujer o desde la protección de la vida del nasciturus» [cfr. 9). 
10. Vid., p. ej. Voto particular de Francisco RUBIO LLORENTE. 
11. Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre (BOE núm. 239, de 5 de octubre, pp. 23186 
y ss.). 
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en el, a mi juicio, punto central de la sentencia: en determinados ca-
sos la CE no impide el aborto. Me parece que este último punto po-
see más enjundia y envergadura que el anterior 12. Ante este proble-
ma jurídico, importante y difícil, no llamará, pues, la atención mi 
disentimiento con los magistrados del Alto Tribunal respecto al pun-
to nuclear. Espero, y deseo, seguidamente, no maltratar las reglas clá-
sicas de la interpretación jurídica. 
n. LA PROTECCIÓN JURÍDICA DEL NASCITURUS y LA INTERPRE-
TACIÓN DEL ARTÍCULO 15 DE LA CONSTITUCIÓN 
1. La protección jurídica del masciturus)) 
«La protección jurídica del concebido corresponde, directa y 
especialmente, al Derecho penal» 13. El Derecho penal protege la vida 
humana, como los demás bienes jurídicos, de un modo negativo; es 
decir, se castiga a quien atenta contra esos bienes jurídicos, se impo-
ne una pena a quien delinque. El bien jurídico -en este caso, la vi-
da del no nacido- no se proclama ni se promueve directamente; sin 
embargo, el bien de la vida es valorado por el ordenamiento jurídico, 
aunque sólo pueda descubrirse esa alta consideración por la pena 
prevista en el correspondiente tipo delictivo. 
Esta protección jurídico-penal del no nacido, mediante la tipifi-
cación del delito de aborto «se otorga desde el momento mismo de 
la concepción» 14. 
Por tanto, quien con su conducta pretende ignorar o infravalo-
rar el bien jurídico de la vida del nasciturus, hace reaccionar el apara-
to jurídico-penal. El Derecho penal prevé el castigo de quien niega 
la vida: la defensa de la vida es puesta en movimiento por el ordena-
miento jurídico cuando dicha vida, aún no nacida, es negada como 
12. Insisto en que no pretendo menguar en lo más mínimo la importancia de delimitar 
claramente el contenido de la competencia del TC. 
13. DE CASTRO, Derecho CiviL, t. II cit., p. 113. 
14. J. M. RODRÍGUEZDEVESA, Derecho Penal español. Parte especial, 103 ed. Ed. Dykin-
son (Madrid 1987), p. 78. 
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bien jurídico. La defensa penal de la vida del nasciturus es una defen-
sa negativa y a posteriori, aunque directa y contundente. 
Por su parte, el Derecho civil protege también al nasciturus, aun-
que esta protección, a diferencia de la del Derecho penal, es indirec-
ta. ¿Por qué indirecta? Porque «el Derecho civil se ocupa del naci-
do» 15, aunque -sigue diciendo De Castro- «en beneficio de éste 
tenga en cuenta el período de la concepción» 16. La razón inmediata 
para entender por qué el Derecho civil actúa así se encuentra en el 
ámbito del Derecho patrimonial 17 • En todo caso, pienso que intere-
sa retener la idea de que el Código Civil (art. 29) no protege al no 
nacido en cuanto tal, sino que lo protege en la medida en que el no 
nacido llega a nacer. Hay, pues, en el Derecho civil una atención 
puesta en el nacido (<<el nacimiento determina la personalidad» co-
mienza diciendo el arto 29 del CC); la atención en el no nacido es 
sólo indirecta, en previsión de que vaya a nacer; y el arbitrio 
técnico-jurídico surtirá los efectos previstos siempre que, de hecho, 
tenga lugar el nacimiento 18. De este modo, el art 29 del Código Ci-
vil tiene un claro carácter protector del concebido y aún no nacido, 
15. DE CASTRO, Derecho civil. .. , t. II cit., p. 113. 
16. Ibidem. 
17. «Las disposiciones civiles sobre los concebidos se originan propiamente en el campo 
del Derecho hereditario». Ibid. Más en concreto, «el problema que pretende resolver el arto 
29 mediante la ficción de subjetividad del concebido ( .. . ) es el de la herencia paterna del 
hijo póstumo». Cfr. J. L. LACRUZ BERDE]O, Manual de Derecho Civil (Barcelona 1979), p. 
171. De modo sintético y completo, Díez Picazo dice que «la protección jurídica del concebi-
do se dirige fundamentalmente a hacer posible la efectividad de los derechos sucesorios del 
misIT}o y, con un carácter más general, la posible adquisición de derechos. Por ello, los dos 
puntos clave de la protección son la adquisición de derechos hereditarios (herencia a la que 
es llamado el concebido) y la adquisición intervivos de derechos por vía de donación (dona-
ciones hechas a los concebidos)>>. L. DiEZ PICAZa y PONCE DE LEÓN, Comentario al artícu-
lo 29 del Código civil, en AA. VV., Comentarios al Código Cillil y Compilaciones Forales, diri-
gidos por Manuel Albaladejo. Tomo 1. Ed. Revista de Derecho Privado Oaén 1978), pp. 
812-813. Díez Picazo destaca también el problema práctico principal: en relación con la ad-
quisición de derechos hereditarios, «el problema, en el orden práctico, se plantea sobre todo 
en relación con los derechos del póstumo en la herencia paterna». Ibidem, p. 810. 
18. No se trata de falta de sensibilidad por la protección del nasciturus, en cuanto tal, 
sino la manifestación de una perspectiva científica específica, la propia del Derecho civil; 
este llega a ocuparse del no nacido, sin que inicialmente lo pretenda, precisamente para evi-
tar resultados francamente injustos y dañosos para quien ya vivo, aún, sin embargo, no le 
ha llegado la hora de su nacimiento. De esta manera el Derecho civil protege «al meramente 
concebido ( ... ) dictando medidas para conservarle bieries (que se le atribuirán desde enton-
ces, si nace), bastando para que éstas se tomen con que haya la simple posibilidad de una 
concepción». Cfr. DE CASTRO, Derecho CiviL, t. II cit., p. 102. 
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pero, por la propia naturaleza de la disposición, esa protección es li~ 
mitada e indirecta 19, La protección que el Derecho civil concede al 
concebido tiene su razón de ser ((en consideraciones de equidad» 20; 
es decir, esta atención a la equidad ((origina -legalmente- la excep~ 
ción respecto al Derecho estricto» 21, No debería olvidarse que la 
equidad es inseparable del principio de justicia 22, 
Por último, respecto al tratamiento protector que del concebi~ 
do y no nacido hace el Derecho civil, interesa tener en cuenta que 
el origen de la técnica de protección que hemos estudiado está en 
un principio jurídico del carácter más amplio: que el concebido se 
tiene por nacido para todo lo que le sea favorable 23, 
Tal como hemos visto, pues, el Derecho civil, en cuanto parte 
específica del ordenamiento jurídico, protege, en verdad, al nasciturus, 
aunque sólo de modo indirecto, y, por tanto, necesariamente, de un 
modo, tan sólo, parcial. 
Además de la protección jurídica del nasciturus proveniente del 
Derecho penal y del Derecho civil, en las últimas décadas del presen~ 
19. De Castro resume las ideas fundamentales del arto 29 del CC: «l°. La protección 
otorgada tiene su origen, y conserva tal carácter, en consideraciones de equidad; su alcance 
y límite están determinados por su finalidad: la de que el concebido no sea perjudicado 
por su retraso en nacer. 2° Que la concepción ni el aviso atribuyen personalidad o capaci-
dad, ni ellas hacen posible la representación del concebido o supuesto concebido. 3° Al 
concebido no se le atribuyen derechos patrimoniales ni personales; es el nacimiento el que 
determina esta atribución, aunque con efectos retroactivos hasta el momento de la concep-
ción. 4° Si hubo aviso o conocimiento de la concepción, el patrimonio (o patrimonios) y 
derechos que por sucesión puedan corresponder al concebido deberán quedar en situación 
de pendencia (arts. 965-967 CC)>>. Cfr. ibidem, pp. 119-120. Sobre la afirmación del profesor 
De Castro de que la concepción no atribuye personalidad al concebido, volveremos más 
adelante. 
20. Cfr. ibidem. 
21. Cfr. ibid., p.m. 
22. «La función de la equidad es mejorar la justicia y, por tanto, favorecer el bien co-
mún». J. HERVADA, Pensamientos de un canonista en la hora presente (Pamplona 1989), p. 61. 
No conviene olvidar tampoco que la justicia es uno de los valores superiores del ordena-
miento jurídico español (cfr. arto 1.1 CE). 
23. El arto 29 del CC «es una traducción del brocardo tradicional conceptus pro nato ha-
betur quotiens de eius commodis agatur». A. DE COSSIO y CORRAL, Instituciones de Derecho 
Civil, 1. Parte General. Obligaciones y Contratos. Revisado y puesto al día por M. de Cossío 
y Martínez y José León Alonso (Madrid 1988), p. 155. Sobre este principio general, junto 
con sus aplicaciones penales, y sobre todo civiles, cfr. J. MALDONADO y FERNÁNDEZ DEL 
TORCO, La condición jurídica del «nasciturus» en el Derecho español (Madrid 1946); se ocupa 
también de los precedentes romanos, de las ideas cristianas y de la evolución del Derecho 
español. 
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te siglo -más concretamente a partir del final de la segunda guerra 
mundial- surge en las Constituciones una expresa protección de la vi-
da humana 24. Concretamente, la CE incluye dicha protección en el 
arto 15, que comienza con las palabras: «Todos tienen derecho a la 
vida». Desde el comienzo de la génesis de este artículo, se discute si 
esa protección constitucional incluye o no al nasciturus. 
La SIC afirma expresamente· que el nasciturus «está protegido 
por el artículo 15 de la Constitución» [cfr. 5)25. Pues bien, nos en-
contramos que, en los últimos tiempos, el Derecho Constitucional in-
cluye una defensa y protección de la vida del nasciturus de carácter 
positivo y general; se trata de una protección a priori y de rango 
constitucional. Parece indudable que estamos ante una novedad en 
cuanto a la protección jurídica del nasciturus. Frente a la protección 
directa, pero formulada negativamente del Derecho penal, y frente a 
la protección indirecta del Derecho civil, la protección que otorga el 
Derecho Constitucional es directa y po~itivamente formulada. 
Sin embargo, se produce en la vida jurídica un resultado sor-
prendente. Cuando parece que la garantía de la vida del nasciturus 
24. «No solían las constituciones históricas referirse expresamente al derecho a la vida. 
Este silencio se debía a que, por tratarse del derecho básico y primario sin el cual ningún 
otro es imaginable, su reconocimiento se daba por sobreentendido. Ha sido la experiencia 
histórica la que al mostrar la flagrante violación del derecho a la vida mediante prácticas 
tales como la supresión de vidas carentes de valor vital, exterminación de determinados gru-
pos étnicos o religiosos y eliminación de los adversarios políticos, ha aconsejado, como reac-
ción, su expresa consagración, tanto en la Declaraciones y Convenios internacionales sobre 
dere~hos humanos como en las modernas Constituciones». G. RODRÍGUEZ MOURULLO, 
Comentario al art. 15. Derecho a la vida, en AA. VV., Comentarios a las Leyes políticas, dirigi-
dos por Osear Alzaga. Constitución española de 1978, tomo Il (Madrid 1984), pp. 298-299. 
La doctrina de este autor, expresada con claridad en el trabajo citado parece que se ha teni-
do muy en cuenta por el Te, en la sentencia que analizamos. 
25. Es bien sabido, sin embargo, que el Te no entiende que esa protección sea debida 
al nasciturus como la correspondiente a un derecho fundamental, sino que la contempla en 
atención al bien jurídico que posee la vida del aún no nacido [cfr. 5). Por otra parte, Arroyo 
Zapatero no admite que la protección de la vida humana en formación esté comprendida 
en el arto 15 CE. Bajo Fernández, exponiendo la postura de Arroyo Zapatero, que parece 
compartir, escribe: «La vida en formación constituye objeto de protección reconocida por 
la Constitución, pero de forma indirecta y por razones distintas a las del artículo 15. 'El 
merecimiento de protección dimana ( ... ) -son las palabras de Arroyo Zapatero- de la idea 
de dignidad humana, que consagra el artículo 10 de la Constitución como principio funda-
mental del Ordenamiento'". Cfr. M. BAJO FERNÁNDEZ, Manual de Derecho Penal. Parte espe-
cial (Delitos contra las personas) (Madrid 1986), p. 119; el subrayado figura en el texto que 
se transcribe. 
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es mayor -reconocimiento y defensa positiva del bien de la vida 
humana-, es cuando el ya concebido y aún no nacido queda aban' 
donado a una suerte desgraciada, en determinados supuestos, ya que, 
en esos casos, el aborto es juzgado por el 1C conforme con la Con s' 
titución. Ante esta situación, cabe legítimamente plantearse la si, 
guiente pregunta: con el reconocimiento constitucional de todos al 
bien de su propia vida, ¿no queda -de hecho, y paradójicamente-
el concebido y no nacido en mayor indefensión que antes del reco, 
nocimiento del derecho de todos a la vida? El reconocimiento solem, 
ne, y garantizado constitucionalmente, del bien de la vida humana 
de todos hace, sin embargo, posible -en la interpretación del Je-
que el aborto sea considerado constitucional; es decir, que se consi, 
dere constitucional la así llamada despenalización del mismo, en de' 
terminados supuestos. 
Es cierto que el 1C llega a esta conclusión tratando de conju, 
gar y preferenciar, ante los casos previstos en el proyecto de ley recu, 
rrido, en el conflicto jurídico planteado entre la mujer y el fruto de 
la gestación. Más adelante nos detendremos en el problema de este 
conflicto de bienes jurídicos. Sin embargo, que la protección constitu, 
cional y generalizada de la vida humana, sea compatible con la despro, 
tección absoluta, aunque en determinados supuestos, de un bien pri, 
maria y básico para el Derecho 26, como es la vida de cada ser 
humano -y, concretamente, de un ser humano inculpable, que no 
puede valerse a sí mismo ni obrar en su propia defensa- no puedo 
comprender ni compartir que sea una solución ajustada a la Consti,. 
tución, ni, en general, ajustada a Derecho. 
Llegados a este punto, convendrá detenerse, en alguna medida, 
en el arto 15 CE, y repasar algunos criterios sobre lo que es la inter, 
pretación jurídica, para tratar de encontrar algunas luces en el tema 
que estamos examinando. Ante las perplejidades que, a veces, se ori, 
ginan en la experiencia jurídica 27, parece útil recordar que el orde, 
26. Estas palabras no son empleadas aquí por su autor para referirse a la vida del nascitu-
rus, sino que las emplea para calificar el derecho a la vida; éste, desde su punto de vista, 
es digno de reconocimiento sólo para los nacidos. Cfr. RODRíGUEZ MOURULLO, Comentario 
al arto 15 cit., vid. supra, nt. 20. 
27. Durante la elaboración del arto 15 CE, concretamente en el debate en el Pleno del 
Congreso, . PEcEs-BARBA MARTíNEZ, en explicación del voto como representante del Gru-
po Parlamentario Socialista, indicaba: "y desengáñense sus señorías, todos saben, que el pro-
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namiento jurídico es formalización civilizada de las exigencias de jus-
ticia de la vida social. La verdadera fuerza del Derecho está en su 
indisoluble vinculación a las primarias exigencias de justicia; en cam-
bio, cuando el Derecho se comprende como mero instrumento utili-
tario de la fuerza política o social, su fuerza es sólo aparente; porque, 
en verdad, si así fuera, habría dejado de ser verdadero Derecho; y 
su fuerza no sería otra cosa que violencia. 
2. El artículo 15 de la Constitución y la interpretación jurídica 
La literalidad del comienzo del arto 15 CE (<<todos tienen dere-
cho a la vida») parece suficientemente claro en su dicción. Conocien-
do la evolución del texto y su plasmación definitiva, sabemos además 
que el término «todos» acabó sustituyendo a la expresión «todas las 
personas» ((con la finalidad de incluir al nasciturus» y de evitar que 
el término ((persona» pudiera entenderse como restrictivo del sujeto 
del derecho a la vida [cfr. 5]. 
Sin embargo, el TC considera ambigua la palabra ((todos» y su-
braya que dicha ambigüedad no fue despejada en los debates, por lo 
que se refiere a la titularidad del derecho [cfr. ibidem]. 
Sin duda, los debates parlamentarios pueden ayudar en la inter-
pretación, pero no oscurecer o debilitar el tenor literal de la norma, si 
como sucede en este caso, éste es claro y rotundo; (( ... porque si fuese 
cierto que los debates parlamentarios no autorizan a afirmar que el 
(masciturus» sea titular de un derecho fundamental, la lectura del artícu-
lo 15 de la Constitución sí que permite desembocar en esa conclusión» 28. 
blema del Derecho es el problema de la fuerza que está detrás del poder político y de la 
interpretación. Y si hay un Tribunal Constitucional y una mayoría proabortista, 'todos' per-
mite una Ley del aborto; y si hay un Tribunal Constitucional y una mayoría antiabortista, 
la 'persona' impide una Ley del aborto"». Cfr. RODRíGUEZ MOURULLO, Comentario, cit., p. 
302. Resulta evidente que el oficio del jurista no puede llevarse a cabo según la mayoría 
política o ideológica imperante sino en el servicio ajustado a lo que corresponde, en justicia, 
a cada cual. 
28. Cfr. R. DE ANGEL Y M. Ma ZORRILLA, El recurso de inconstitucionalidad contra la ley 
del aborto. La sentencia del Tribunal Constitucional y posterior proceso parlamentario, en AA. 
Vv., Ley del Aborto. Un informe universitario (Bilbao 1985), p. 96. El subrayado es de los 
autores. Sobre el mismo punto, vid. pp. 112-113. 
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Precisamente, la lectura de la STC de 17 de febrero de 1984 
ayuda a advertir que la necesidad de «huir de interpretaciones litera~ 
les» sin contar, en su caso, con una doctrina de los autores suficien~ 
temente clara al respecto, no quiere decir que no haya de atenderse, 
en primer lugar, al sentido literal obvio de las palabras; este elemen~ 
tal criterio hermenéutico no puede, naturalmente, desvincularse de 
la atención fundamental al espíritu y finalidad de las normas 29. 
Este punto -la primaria atención al sentido literal o gramati~ 
cal de la norma- me parece clave en este tema. Si la norma es clara 
en su dicción hay que atenerse a ella en su obvio significado 30. 
Rodríguez Mourullo piensa que «el término 'todos', por su pro~ 
pia universalidad e indeterminación, suscita interpretaciones diver~ 
gentes en orden al alcance y ámbito del artículo 15 de la c.» 31. No 
comparto esta opinión. A mi juicio, parece claro -con independen~ 
cia del acierto gramatical o literario de la expresión en que se 
integra- que 'todos', en la expresión estudiada, expresa una volun~ 
tad de máxima amplitud -incluyendo entera y cabalmente a todos 
los seres humanos- en cuanto al sujeto o sujetos del derecho a la 
vida 32. Pero, podemos plantearnos, ¿no serán todos sólo las perso~ 
nas, según lo que entiende por éstas el Código Civil? 33. En mi opi~ 
nión, esta interpretación restringiría la amplitud de la expresión cons~ 
titucional. Y el ordenamiento jurídico debe interpretarse -también 
en este punto- de acuerdo con la Constitución, y no al revés 34. 
Por tanto, «todos» no parece significar, en el texto constitucio~ 
nal, otra cosa distinta de todos los que tienen vida humana, porque la 
amplitud de la dicción literal es máximamente abierta; si los debates 
parlamentarios no dejaron claro el significado del término «todos», 
en cuanto a la titularidad del derecho a la vida, en opinión del TC 
29. Cfr. dicha sentencia passim y las alegaciones que aparecen en 1-6; en BOE 9 marzo 
1984. 
W. Más adelante valoraremos su espíritu y finalidad, que son los que resultan decisivos 
en la interpretación jurídica. 
31. Cfr. Comentario ... cit., p. 301. 
32. «Todos»: «dícese de lo que se toma o se comprende entera y cabalmente, según sus 
partes, en la entidad o en el número»; «del todo» (locución adverbial): entera, absolutamen-
te, sin excepción ni limitación. Cfr. REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, Diccionario de la Lengua 
Española, 20a ed., tomo II (Madrid 1984). 
33. Sobre la noción y significado del término persona en el Derecho, vid. infra. 
34. Cfr. STC 22/1984, de 17 de febrero [3]. Cfr. BOE 9.III.l984. 
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[cfr. 5], esos debates, sin dejar de tenerlos en cuenta, no resultan vin-
culantes a la hora de interpretar el arto 15 35, Y con mayor razón, si 
los debates proporcionan una cierta confusión mientras que el texto 
normativo proporciona una suficiente claridad; y si al mismo tiempo 
tenemos en cuenta, como ya hemos visto, que el término «todos» fue 
incorporado al texto con la finalidad de incluir al nasciturus, -. y «que 
la enmienda fue sometida a votación y aprobada por mayoría, lo que 
supone que el significado incorporado al precepto fue el pretendido 
por el enmendante, sin que el hecho de que no hubiera existido 
consenso en todas las fuerzas políticas reste valor alguno a aquel sig-
nificado», como señalaron los recurrentes [cfr. 1.1]. 
Parece aceptable mantener que la interpretación jurídica no 
puede oscurecer lo que en la dicción literal y en el contexto está sufi-
cientemente claro. En el caso estudiado, no digo que haya evidencia 
de lo que aquí se mantiene, pero sí una certeza suficiente. Sí es evi-
dente, en cambio, que el término «todos» en el comienzo del arto 28 
CE, en la expresión «todos tienen derecho a sindicarse libremente», 
no incluye a los no nacidos, y ni tan siquiera a los nacidos de pocos 
años. Pero el significado del término «todos» en el citado arto 28 es 
claro que no exige entender de ese modo el mismo término en el 
arto 15; la vida humana no exige mayoría de edad ni emancipación 
para poder gozar de ella y, por tanto, no hay dificultad en entender 
que el no nacido está incluido en el término tantas veces aludido del 
arto 15 36 • Y si no hay razones negativas de peso, en cuanto al pun-
to sistemático tratado, hemos visto antes que, en cambio, hay razo-
nes positivas de consideración, para mantener la tesis aquí defendida. 
El TC rechaza la supuesta ambigüedad alegada por los recu-
rrentes de determinados términos empleados por el proyecto de ley 
al determinar los diversos supuestos o indicaciones. El Tribunal no 
reconoce que esos términos y conceptos sean incompatibles con la 
35. El Te considera que los debates parlamentarios «son un importante elemento de in-
terpretación aunque no la determinen». Cfr. STe 29 de julio de 1986, en su fundamento 
jurídico n. 13, en e! que se apoya én otra sentencia de! mismo Tribunal de 13 de febrero 
de 1981. Vid. La ley. Revista jurídica española de doctrina, jurisprudencia y bibliografía, de! vier-
nes, 5 de septiembre de 1986, p. 9. 
36. El Te, en cambio, no acepta una argumentación, en esta línea, de los recurrentes. 
Cfr. [6]; también [I.1]. 
SOBRE LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 495 
seguridad jurídica «ya que -dice- son susceptibles de definiciones 
acordes con el sentido idiomático general que eliminan el temor de 
una absoluta indeterminación en cuanto a su interpretación» [cfr. 
10]. Sin embargo -y volviendo ahora a la interpretación de la expre' 
sión inicial del art. 15 CE- no es fácil pensar en mayor inseguridad 
jurídica que entender que las palabras «todos tienen derecho a la vi, 
da» requieran, en realidad, ser interpretadas como «algunos seres hu, 
manos -los ya nacidos- tienen derecho a la vida» 37. 
Ha sido criticada por un sector doctrinal la llamada «gramati, 
calización de la polémica» 38. Es cierto que el medio gramatical de 
interpretación de un texto legal, aunque elemental y primario, no es 
37. La seguridad jurídica «equivale a 'predictibilidad'» sobre el contenido abarcado por 
una disposición normativa, de tal modo que puede decirse que existe dicha seguridad cuan-
do se obtiene una suficiente certeza en saber cuándo un acto o conducta, incluidos en el 
ámbito de aplicación de dicha norma, se ajustán o no a Derecho. Cfr. J. L. VILLAR PALAS! 
Y SUÑÉ LUNAS, Artículo 9°. El Estado de Derecho y la Constitución, en AA. VV., Comenta-
rios a las leyes políticas, dirigidos por Oscar Al:aga Villaamil, Constitución Española de 1978, 
tomo 1. (Madrid 1983), p. 379. Sobre el concreto tema tratado, no parece rechazable calificar 
la situación de inseguridad jurídica que se crea c,?mo de una inseguridad jurídica sobreveni-
da, en cuanto que la previsible amplitud protectora del arto 15 CE no es reconocida, al ser 
interpretada dicha norma -a pesar de la amplitud propia de la expresión utilizada en su 
redacción- de modo estrecho y restringido. Con todo, justo es reconocer que semejante 
resultado no es exclusivo del Derecho español en la materia [cfr. 6]. 
38. Esta crítica se refiere tanto a la polémica doctrinal sobre si es o no constitucional 
el aborto, como a si -admitida la constitucionalidad del aborto- es conforme o no con 
la Constitución el llamado sistema o solución del plazo. «La verdad es que, a través de la 
referida disputa lingüística, era imposible dejar constitucionalmente resuelta en un sentido 
o en otro la cuestión de la despenalización del aborto, porque, como en toda interpretación 
jurídica, la determinación del sentido último de una disposición legal no puede alcanzarse 
deteniéndose en el plano gramatical. Ni la presencia del término «todos» en el artículo 15 
supone la prohibición constitucional absoluta de la despenalización del aborto, ni la intro-
ducción de la palabra .persona» hubiera significado necesariamente plena libertad para tal 
despenalización». Cfr. RODRÍGUEZ MOURULLO, Comentario ... cit., p. 302. Por su parte, Bajo 
Fernández refiere que «hubo un momento en que la discusión sobre la posibilidad de admi-
tir o no el sistema o solución del plazo giró en torno al artículo 15 de la Constitución ( ... ) 
Según unos, la expresión «todos» se refiere únicamente a las personas, .y, por tanto, el siste-
ma del plazo no violenta el principio constitucional. Según otros, la expresión «todos» ha 
de abarcar el producto de la concepción, y, por tanto, el sistema del plazo es contrario a 
la Constitución. Esta «gramaticalización» de la polémica se ha hecho rápidamente obsoleta. 
La Doctrina moderna entiende que la polémica sobre el aborto no puede resolverse con 
una discusión gramatical sobre el texto constitucional y hace observar que ni la expresión 
«todos» impide la despenalización del aborto ni el haberse referido a «todas las personas» 
hubiera supuesto vía libre para la despenalización del mismo. La discusión sobre la constitu-
cionalidad de un determinado sistema penal del aborto debe hacerse apelando a métodos 
interpretativos superiores al simplemente gramatical». Cfr. Manual cit., p. 118. 
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el más importante ni el decisivo. Es verdad, también, que ordinaria~ 
mente el «sentido último de una disposición legal no puede alcanzar~ 
se deteniéndose en el plano gramatical» (Rodríguez Mourullo), aun~ 
que convendrá no pasarlo por alto; de modo semejante cualquier 
discusión doctrinal sobre un problema jurídico de envergadura debe~ 
rá contar «con métodos interpretativos superiores al simplemente 
gramatical» (Bajo Fernández); sin embargo, el recurso a otros medios 
superiores de interpretación, evitando precisar con la mayor exacti~ 
tud posible la dicción patente de la ley y su sentido obvio o funda~ 
mental puede originar una razonable desconfianza en los resultados 
de interpretación así conseguidos, en la medida en que no se apoyen 
suficientemente en el texto y contexto de la ley 39. 
Clásicamente, junto al dato gramatical, hay que tener en cuen~ 
ta el lógico, el histórico y el sistemático 40. El profesor De Castro, al 
tratar del sentido lógico en la interpretación de los textos legales, reco~ 
ge algunas reglas lógicas, tenidas en cuenta a veces por la jurispru~ 
dencia. Entre éstas incluye la de que «donde la ley no distingue, 
tampoco nosotros debemos distinguir» 41. Según esto, si la CE, en el 
arto 15, no ha hecho distinción alguna, en cuanto a la titularidad del 
derecho a la vida, entre nacidos y no nacidos, no parece que pueda 
distinguirse, en perjuicio de los no nacidos. 
En todo caso, para De Castro, lo verdaderamente decisivo es 
atender a la finalidad de la norma. Los argumentos, como el señala~ 
do anteriormente, son útiles a mayor abundamiento, pero es la deter~ 
minación de la finalidad de la norma y el carácter del principio que 
la informa «lo que justificará la interpretación amplia o restringida 
de la disposición» 42. Federico de Castro, ejemplificando la orienta~ 
ción anterior, dice que «las disposiciones de carácter social, dictadas 
39. Cfr. los textos entrecomillados con la nota anterior. 
40. Cfr. F. DE CASTRO y BRAVO, Derecho Civil de España, tomo l (Madrid 1949), en re-
producción facsimilar de la ed. Civitas (Madrid 1984), p. 467. 
41. Cfr. ibidem, p. 471. Recuerda asimismo este criterio general de exégesis R. DURÁN, 
"Formas de matrimonio» y «matrimonio celebrado según las normas del Derecho Canónico», en 
"Revista General de Legislación y Jurisprudencia», núm. 2 (febrero 1987), p. 174. 
42. Cfr. DE CASTRO, Derecho Civil ... cit. l, p. 471. Sobre la importancia, para hacer una 
adecuada interpretación, de buscar el fin jurídico de la ley, vid. ibidem p.ej. pp. 462-463, 
pp. 466-467, nt. 8; pp. 468-470. Sobre la función de los principios jurídicos para realizar 
una adecuada interpretación, vid. infm. 
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para proteger a los económicamente más débiles, se entiende que son 
de carácter imperativo, irrenunciable y de interpretación extensi~ 
va» 43. Si en estos casos el carácter tuitivo de las referidas normas y 
su finalidad de proteger a los económicamente más débiles hacen 
que -en opinión del autor citado- deban interpretarse de modo ex~ 
tensivo, parece justificado entender que una norma constitucional 
c.efinidora de un derecho fundamental al bien más primario e indis~ 
pensable del ser humano merezca ser entendida con el alcance más 
'.tmplio de los posibles 44. 
Si atendemos, en fin, al espíritu o sentido más hondo e infor~ 
mante de los preceptos constitucionales y de la entera CE, no parece 
que haya motivos serios para dudar de que la CE, al regular los de~ 
rechos fundamentales lo hace con espíritu amplio, generoso y abier~ 
to 45 (cfr. p. ej. arto 22.4; arto 16.1 y arto 10.2); esta actitud respetuo~ 
sa con la dignidad de la persona (cfr. art. 10.1) se pone 
:nmediaLillente de manifiesto ya que no concede esos derechos sino 
que los reconoce como inherentes a la persona (cfr. p.ej. arts. 20, 21 
y 22; y el Preámbulo en el que se deja constancia de que la Constitu~ 
ción es instrumento de la Nación española para asegurar y promover 
el disfrute de los derechos humanos). Pues bien, con este espíritu 
constitucional choca el carácter restrictivo de la interpretación del TC 
sobre la protección que el arto 15 otorga alnasciturus; a éste parece 
habérsele aplicado un nuevo criterio hermenéutico: favorabilia sunt 
restringenda. 
En definitiva, el dato gramatical, si es suficientemente claro, 
exige atenerse al sentido propio de sus palabras, reforzando la correc~ 
ción de la interpretación jurídica con los otros datos clásicos, y, prin~ 
cipalmente, con el espíritu y finalidad de la norma, que se descubre 
acudiendo al sentido y función de los principios jurídicos, a los que 
enst!guida haremos referencia. En todo caso, la labor del jurista ha 
43. Cfr, ibidem, p, 470. La referida afirmación la hace aludiendo a la doctrina del Tribu-
nal Supremo sobre su seguimiento por éste de la interpretación finalista de la ley. En la 
nt. 10 de la página citada recoge sentencias de! Tribunal Supremo sobre e! tema. 
44. Sobre diversos principios de exégesis jurídica vid. DURÁN, Formas de matrimonio", 
lit., p. 223. 
45. Cfr. J. CALVO ÁLVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española 
(Pamplona 1983), especialmente, pp. 198-211. 
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de tratar de ser respetuosa con las exigencias de la realidad misma 
que el Derecho regula, pues ni las leyes, ni los jueces ni la doctrina 
pueden manipular justamente los bienes jurídicos sustanciales o ma~ 
teriales de .un modo arbitrario. El ordenamiento jurídico no puede 
ignorar las exigencias jurídicas de la realidad social humana que re~ 
gula, sino reconocerlas y ponerse a su servicio 46. 
A Hermogeniano se atribuye la sentencia de que « ... todo dere~ 
cho ha sido constituido por causa de los hombres» 47. La realidad del 
individuo humano exige su protección por el Derecho. No al revés: 
como el individuo humano no ha nacido, el Derecho no le protege (o 
no le protege siempre, aunque el individuo humano no nacido no deje 
de ser humano, mientras viva). «El ser humano -dice Díez~Picazo­
recibe del Derecho la persomilidad como un reconocimiento. Es un 
reconocimiento necesario y es una consecuencia ineludible de la con~ 
dición humana ( ... ). La idea personalista -sigue diciendo, refiriéndo~ 
se a la concepción personalista de De Castro- llevaba a la conse~ 
cuencia de acentuar los instrumentos de defensa de la persona» 48. 
3. La función interpretativa de los princiPios jurídicos 
«Un sistema jurídico, para ser aceptable, ha de partir de la idea 
verdadera de Derecho y reconocer, por tanto, la función creadora y 
46. Esta respetuosa actitud del jurista no es fácil, y si atendemos a la historia del Dere-
cho, muchas veces no es la actitud dominante que favorezca la justa solución de los proble-
mas que se plantean. En último término anda por medio la concepción de fondo de lo que 
sea el Derecho. «El concepto de bien jurídico, que se atribuye a Bimbaum (a mediados del 
siglo XIX) no nació en el sentido político-criminal ( ... ) sino en el sentido dogmático de obje-
to de protección protegido por la ley. Las distintas concepciones del bien jurídico que se 
formularon con posterioridad tampoco lograron ofrecer un límite válillo al legislador. Von 
Listz ofreció un concepto material de bien jurídico, afirmando que éste encuentra su origen 
en un interés de la vida, previo al Derecho, que surge de las relaciones sociales; pero admitió 
que dicho interés vital no se convierte en bien jurídico hasta que es protegido por el Dere-
cho. Es éste quien decide entre los intereses sociales cuáles deben convertirse en bienes jurí-
dicos». S. MIR PUlO, Derecho Penal. Parte General (Fundamentos y Teoría del delito), 2a ed. 
(Barcelona 1985), pp. 75-76. 
47. Cfr. D. 1, 5, 2, en AA.VV., El Digesto de Justiniano, t. 1, Constituciones preliminares 
y Libros 1-19, versión castellana (Pamplona 1968), p. 59. 
48. Cfr. L. DiEZ-PICAZO, Introducción a F. DE CASTRO y BRAVO, Derecho Civil de España, 
en reproducción facsimilar. Ed. Civitas (Madrid 1984), p. X. 
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directora y el puesto jerárquico primario que corresponde a los prin, 
cipios jurídicos» 49. 
El vigor jurídico informante del entero ordenamiento que en' 
trañan estos primarios elementos del Derecho parece ser buscado por 
la S1C como fundamento más hondo, a partir del cual construir las 
oportunas argumentaciones .que conduzcan al Fallo final. Sin embar, 
go, la sentencia utiliza unos términos y expresiones -la vida humana 
es entendida como valor superior del ordenamiento jurídico constitucio, 
nal, y la dignidad de la persona como valor jurídico fundamental [cfr. 
3]- que, de una parte parecen aludir o relacionarse con los valores 
superiores del ordenamiento jurídico del arto 1.1. CE; pero, por otro 
lado la sentencia no menciona a éstos, ni en fin, explica las razones 
por las que emplea esa singular terminología. Esa cierta ambigüedad 
terminológica ha sido duramente criticada 50. En realidad, el 1C, 
por lo que me parece, ha buscado destacar la presencia de unos prin, 
cipios, soportes o valores que dan sentido e inteligibilidad jurídica a 
las disposiciones del texto literal de la Constitución; esa labor, propia 
del intérprete, es exigible, en todo caso, cuando se presenta un su' 
puesto que no está directamente comprendido en el texto o textos 
normativos -en el texto constitucional, en este caso- 51. Para justi, 
ficar, aunque sea limitadamente, una cierta protección del nasciturus 
-que no entiende incluido en el arto 15 como titular del derecho 
a la vida-, el 1C se zambulle tras el texto literal de la Constitución, 
tratando de encontrar el fundamento sólido desde donde arranca el 
respetuoso tratamiento que la CE hace del bien de la vida humana. 
49. DE CASTRO, Derecho CiviL., 1 cit., p. 446. 
SO. Francisco Tomás y Valiente, en el n. 4 de su Voto particular a la sentencia, dice: 
-no encuentro fundamento jurídico-constitucional, único pertinente, para afirmar, como se 
hace, que la vida humana 'es un valor superior del ordenamiento jurídico constitucional' 
(fundamento jurídico 3°) o 'un valor fundamental' (fundamento jurídico 5°) o 'un valor 
central' (fundamento jUrídico 9°). Que el concepto de persona es el soporte y el prius lógico 
de todo derecho me parece evidente y yo así lo sostengo. Pero esta afirmación no autoriza 
peligrosas jerarquizaciones axiológicas, iljenas por lo demás al texto de la Constitución, don-
de, por cierto, en su artículo 1.1. se dice que son valores superiores del ordenamiento jurídi-
co la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político: ésos y sólo esos». . 
SI. La regla 13 de las Disposiciones transitorias del Código Civil dice: «Los casos no 
comprendidos directamente en las disposiciones anteriores, se resolverán aplicando los prin-
cipios que les sirven de fundamento». Cfr. también DE CASTRO, Derecho CiviL, 1 cit., p. 
482. 
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La referida operaClOn jurídica -el recurso al ámbito de los 
principios- es necesaria si se piensa que el supuesto estudiado no 
se encuentra directa o claramente comprendido en la disposición 
normativa, como acabamos de recordar. Esta dirección del trabajo 
del intérprete, si se desarrolla correctamente, no pierde rigor, sino 
que se hace incluso más vigorosamente jurídica, ya que siempre se 
trata de buscar más el fundamento, sentido y finalidad de la ley, que 
la misma literalidad ciega del texto. Sin embargo, cuando el texto 
normativo es suficientemente luminoso; es decir, cuando comprende 
con suficiente claridad el caso que se estudia, este recurso a los prin-
cipios jurídicos subyacentes, para hacerlos patentes, deja de ser nece-
sario, sin perjuicio de entender que estos están, en todo caso, infor-
mando el sentido de la literalidad del texto. 
Por esta razón, aquí, al partir, como hemos hecho, de la sufi-
ciente claridad de la dicción literal del arto 15 -comprensiva de todos 
los que poseen vida humana-, el recurso a los principios jurídicos 
no resulta estrictamente necesario. Por tanto, haremos sólo algunas 
referencias sobre este tema. 
Nos limitamos, pues, seguidamente, a comentar, de modo ele-
mental -yen relación con la interpretación del arto 15- algunos de 
los valores superiores del ordenamiento jurídico recogidos en el arto 
1.1. Insisto en que no tratamos aquí de resolver una duda no resuelta 
anteriormente; sino más bien confirmar la conformidad y el ajuste 
de la interpretación del arto 15 que aquí se mantiene con la orienta-
ción informante del entero orden jurídico, que esos valores superio-
res proporcionan. 
En primer lugar, los valores superiores del ordenamiento jurídi-
co del arto 1.1. tienen, a mi juicio, naturaleza de verdaderos princi-
pios jurídicos 52; su particular excelencia en el ordenamiento jurídico 
explica que, sin perder su propia naturaleza, alcancen la denomina-
ción de valores. 
Por otra parte, no se trata de considerar si una determinada in-
terpretación de un precepto constitucional es más o menos compati-
52. Vid. p. ej. la alusión que el TC hace a esos valores superiores calificándolos de prin-
cipios: STC 5/1981, de 13 de febrero [cfr. 7]. Vid. BOE 24.11.1981. 
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ble con mi proPio sentimiento de libertad, igualdad o justicia 53. Se 
trata, en cambio, de tener en consideración -y bien alta, por cierto, 
por expresa voluntad constitucional- esos principios jurídicos bási, 
cos, examinando a la luz de su sentido más obvio, las interpretacio, 
nes jurídicas que puedan resultar ofensivas de la orientación impera, 
tiva de los referidos principios. 
La justicia no parece estar lejos de exigir el necesario respeto 
a lo suyo de cada ser humano, cuya dignidad, por cierto, es insepara' 
ble del mismo (cfr. arts. 1.1 y 10.1 CE). Si a los nacidos se les atribu, 
ye constitucionalmente un amplio haz de derechos y libertades de 
los que ya pueden gozar o gozarán en el futuro; es decir, si ya po' 
seen, como propio, en todo caso, un amplio patrimonio jurídico funda, 
mental; el nasciturus, en cambio, sólo tiene como suyo -fuera de la 
expectativa de llegar a ser titular, una vez nacido, de ese mismo pa, 
trimonio jurídico fundamental- el bien de su proPia vida. Si, en de, 
terminados supuestos, ese bien le es violentamente arrebatado -en 
opinión del TC sin obstáculo de inconstitucionalidad- no parece 
que, de este modo, el ordenamiento jurídico respete la natural atribu, 
ción de la vida que le pertenece como propia; más bien, por el con, 
trario, le quita -permite que le quiten- lo que es suyo, sin que esto 
parezca ser conforme con un elemental sentido de justicia, en el sen, 
tido más material y primario. 
Por otra parte, a los poderes públicos corresponde remover los 
obstáculos que impidan la libertad e igualdad, real y efectiva de los 
53. La desconfianza de Francisco Rubio Llorente (vid. Voto particular) hacia el uso ex-
tralimitado de los valores superiores del 1.I, en la interpretación de la CE, se pone de mani-
fiesto en estas palabras, que son, al tiempo, un fuerte disentimiento con varios de sus cole-
gas del TC: "El intérprete de la Constitución no puede abstraer de los preceptos de la 
Constitución el valor o los valores que, a su juicio, tales preceptos 'encarnan', para deducir 
después de ellos, considerados ya como puras abstracciones, obligaciones del legislador que 
no tienen apoyo en ningún texto constitucional concreto. Esto no es ni siquiera hacer juris-
prudencia de valores, sino lisa y llanamente suplantar al legislador, quizás más aún, al pro-
pio poder constituyente. Los valores que inspiran un precepto concreto pueden servir, en 
el mejor de los casos, para la interpretación de ese precepto, no para deducir a partir de 
ellos obligaciones (¡nada menos que del poder legislativo, representación del pueblo!) que 
el precepto en modo alguno impone. Por esta vía, es claro que podía el Tribunal Constitu-
cional, contrastando las leyes con los valores abstractos que la Constitución efectivamente 
proclama (entre los cuales no está, evidentemente, el de la vida, pues la vida es algo más 
que 'un valor jurídico') invalidar cualquier Ley por considerarla incompatible con su propio 
sentimiento de libertad, igualdad, justicia o pluralismo político". 
502 JOAQUÍN CALVO-ÁLVAREZ 
individuos (cfr. arto 9.2 CE); si, a su vez, hay una identidad del indivi-
duo humano, desde el inicio de la gestación hasta su muerte [cfr. 51; 
y si no es posible la futura libertad individual sin mantener la propia 
vida; no es fácil descubrir en qué sentido los poderes públicos pro-
mueven la libertad del individuo, cuando, en determinados casos, ha-
cen posible la absoluta imposibilidad de que el nasciturus llegue a ser 
libre; más bien, hacen posible que, real y efectivamente, nunca llegue 
a serlo. 
Por último, si examinamos a la luz del principio de igualdad 
la insegura situación jurídica en la que se encuentra el nasciturus 
-ante la conformidad constitucional, según el TC, de que, en deter-
minados casos, pueda ser destruído-, la conclusión inmediata no es 
fácilmente satisfactoria. Si, como reconoce el TC, el ser humano, po-
see una única identidad desde el inicio de la gestación hasta su muerte 
[cfr. 5], admitir una cierta especie de estatuto de clase, entre nacidos 
y no nacidos, respecto al bien más primario y común a ambos, como 
es la propia vida de cada uno, es admitir una situación, al menos, 
equiparable al tipo de discriminación que resulte máximamente ofen-
siva para la dignidad humana. 
lII. EL SUJETO DE CADA VIDA HUMANA Y EL CONCEPTO JURÍ-
DICO DE PERSONA 
Aquí intentaremos entrar en el punto nuclear del problema ju-
rídico planteado. 
Si se admite que el arto 15 CE en realidad no dice lo que lite-
ralmente dice -todos tienen derecho a la vida- sino que ha de en-
tenderse como si dijera que todos no tienen derecho a la vida; es decir, 
que todos tienen derecho a la vida, menos el nasciturus que no lo 
tiene; en el fondo ¿por qué es? Naturalmente, la pregunta planteada 
tiene sólo pretensión de respuesta en el ámbito jurídico, único en el 
que aquí tratamos de movernos; no St; trata de intentar descubrir 
otras razones -ideológicas, de egoísmo social o de ejecución de un 
programa político- que aquí no debemos valorar. A mi juicio, la res-
puesta consiste en que no se admite que el no nacido sea verdadera-
mente un ser humano, único sujeto de su propia vida, y, por tanto, 
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sujeto del derecho a su propia vida, como cualquier otro ser huma' 
no. Al mismo tiempo, el actual concepto jurídico de persona -el ge, 
neralmente aceptado por la doctrina- facilita, si no se intenta pro' 
fundizar en su sentido, el referido rechazo. Seguidamente trataremos 
de desarrollar esta tesis. 
Para el Te, la vida humana comienza con la gestación y termi, 
na con la muerte; « ••• la gestación ha generado un tertium existencial, 
mente distinto de la madre, aunque alojado en el seno de ésta»; en 
todo caso -se insiste- «la vida es una realidad · desde el inicio de 
la gestación» [cfr. 5]. Según la Real Academia española de la lengua, 
gestar es «llevar y sustentar la madre en sus entrañas el fruto vivo 
de la concepción hasta el momento del parto» 54. 
Como es bien sabido, el Te mantiene que la vida del nascitu, 
rus «constituye un bien jurídico» cuya protección tiene fundamento 
constitucional en el arto 15, aunque no acepta las argumentaciones 
de los recurrentes, según las cuales al nasciturus le corresponde tam, 
bién la titularidad del derecho a la vida [cfr. 5 y 7]. 
El Te, pues, reconoce que la vida humana del nasciturus consti, 
tuve un bien jurídico, pero no reconoce que el sujeto de esa vida hu, 
mana -el mismo nasciturus- sea el objeto principal -o mejor dicho, 
el destinatario principal- de protección constitucional. El Te, al no 
aceptar la titularidad del derecho a su propia vida del nasciturus, en 
realidad no reconoce a éste, sino sólo la dignidad de su vida. De este 
modo, se produce, con este análisis, una disección entre el sujeto, por 
una parte, y su vida, por otra. Pero, en realidad, desde el inicio de 
la gestación la vida humana no deja de tener un sujeto, que por ser' 
lo de vida humana, es también sujeto humano. No hay vida «magmáti, 
ca» sino vida humana, y, por tanto, de alguien que es humano. Por 
esto, porque la vida humana es inherente a su propio sujeto huma, 
no, es poco o insuficiente decir que esa vida humana es un bien jurí, 
dico, porque, en realidad, la dignidad humana que corresponde a su 
sujeto hace que la protección que el Derecho atribuye a su propia 
vida, no pueda ser más que un derecho. De este modo, la vida hu, 
mana es el objeto de un derecho innato e inviolable que corresponde 
a su propio sujeto. 
54. Cfr. Diccionario ... cit., tomo 1 (Madrid 1984). 
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Al no ser reconocido, por el TC, de modo expreso, que el nas-
citurus es el sujeto del bien jurídico de su propia vida (o sea, con 
otras palabras, sujeto del derecho a su vida), la vida humana del nas-
citurus es tratada como un bien jurídico sin sujeto; es decir, como un 
mero objeto, aunque sea objeto de protección -fuera de los casos en 
que se le desprotege-; o, con otras palabras, como una especie de 
res; ciertamente, no es una res nullius, porque cualquiera no puede 
apropiarse de esa res y disponer de ella a voluntad; pero, constitucio-
nalmente, según el TC, puede disponer de ella, para destruirla, un 
médico con el consentimiento de la mujer; bien es verdad, que en 
los casos previstos en el proyecto de ley recurrido, y con las garantías 
añadidas por la sentencia. 
En mi opinión, no es suficiente -para respetar la realidad so-
bre la que se argumenta- con reconocer que hay vida humana, dis-
tinta de la madre, desde el inicio de la gestación, sino que es preciso 
sostener que esa vida es humana porque es de alguien humano, y a 
ese alguien humano es a quien el Der~cho debe proteger, desde el 
inicio de la gestación hasta su muerte. Refiriéndose a la vida del no 
nacido, se ha señalado como uno de los yerros de la STC, que en 
ésta «no se señala quién sea el titular de dicho bien jurídico» 55. Si 
respecto a su propia vida no se le reconoce una cierta titularidad al 
nasciturus, de hecho se llega a reconocer esa titularidad a otro, distin-
to del mismo nasciturus. Y resulta teóricamente inconcebible admitir 
la hipótesis de que la titularidad de la vida de un ser humano corres-
ponda a otro ser humano. Cuando fenómenos de este género se dan 
en la práctica, nos encontramos ante casos de flagrante y directa vio-
laciÓn de la dignidad humana. La sensibilidad jurídica mueve a reac-
cionar ante este tipo de resultados que constituyen pasos atrás en el 
proceso de la civilización porque «aunque el exterminio de seres que 
constituyen una carga para la sociedad sin reportarle ningún prove-
cho no ha dejado de encontrar defensores ilustres, la experiencia ha 
venido a demostrar en fechas no muy lejanas el enorme peligro que 
representa abrir una brecha en la protección de la vida humana. 
55. Cfr. J. J. QUERALT, Derecho penal español, Parte especial, vol. 1 (Barcelona 1986), p. 
48. El subrayado es del autor. En este punto me parece acertada la afirmación de Queralt; 
disiento, en cambio, en la orientación que da para resolver el problema no resuelto por la 
S11:. . 
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Cualquier concesión en este punto conduce a facilitar el deslizamien-
to del Estado hacia la eliminación de grupos enteros de la pobla-
ción» 56. Abrir una brecha en la protección de la vida humana -co-
mo ha ocurrido, a mi juicio, con la STC que comento, que admite 
la constitucionalidad del aborto, al juzgar sobre el proyecto de ley que 
acoge el llamado sistema de indicaciones- hace cada vez más difícil 
la protección del nasciturus, cuya inseguridad aumentaría de admitir-
se legislativamente -y si fuera también aceptado como conforme a 
la CE por nuestro TC- el llamado supuesto socio-económico y, con 
mayor razón, el sistema de los plazos. La experiencia indica que las 
presiones sociales tendentes a ampliar las posibilidades del llamado 
«aborto legal» no han remitido en los últimos años, aunque el es-
fuerzo de parte de la doctrina, por fundamentar científicamente esta 
tendencia, provoque, a veces, una cierta perplejidad 57. 
Es preciso recordar, de nuevo, que la vigente Constitución es-
pañola protege la vida de todos los seres humanos, es decir, de todos 
los que tienen vida humana; que el derecho a la vida de todos es el 
prius ontológico para la existencia de los demás derechos [cfr. 3], y 
que esa protección ha de ser real y efectiva (art. 9.2), y no precaria 
56. Cfr. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho penal español cit., p. 28. El autor se refiere a lo 
sucedido con los adversarios políticos y los judíos en la Alemania de Hitler. En esta cita, 
y en su contexto, el autor no trata del aborto sino de los delitos contra la vida humana 
independiente (es decir, aquellos que lesionan, destruyéndola, la vida humana separada de 
la madre; (cfr. p. 23). En todo caso, respecto a los delitos del homicidio, del infanticidio 
y del aborto, dice el autor que es común a todos ellos .. la destrucción de una vida humana» 
(cfr. ibidem, p. 25). 
57. Al tratar del sistema o solución de los plazos, Bajo Fernández critica no ese sistema 
sino la argumentación que hace Gimbernat, que pretende fundamentarla en la verdad cien-
tífica. Este autor -Gimbernat- .. ha popularizado y enfatizado un argumento de Jacques 
Monod y que había sido dado a conocer en España por Huerta Tocildo. Según Jacques Mo-
nod, el hombre es fundamentalmente un ser consciente y la conciencia está ligada a la acti-
vidad del sistema nervioso central, que en el feto no se forma hasta el cuarto mes. Antes 
de esa fecha, el embrión carece de nivel consciente, como lo prueba el electroencefalograma 
plano. De ahí deduciría Gimbernat que el embrión constituye una simple 'cosa' que sólo 
se convierte en esperanza de vida humana cuando se convierte en feto. A mi juicio -dice 
Bajo Fernández- ha sido un error utilizar este argumento, que parece más una 'boutade' 
de Jacques Monod que una razón científica. El electroencefalograma plano está pensado pa-
ra conocer el cese irreversible de la vida humana, es decir, la muerte, pero no para determi-
nar cuándo una 'cosa' se convierte en esperanza de vida humana en el período de gestación 
(oo.) Decir que el embrión es una 'cosa' porque da electroencefalograma plano es igual que 
decir que un niño de tres meses es oligofrénico profundo porque no sabe articular palabra». 
Cfr. M. BAJO FERNÁNDEZ, Manual... cit., pp. [[7-[[8. 
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e ineficaz como ocurre en los supuestos en que el TC acepta como 
constitucional el aborto. «La política criminal a seguir en España tiene 
por techo el artículo 15 de la Constitución 1978 -dice, en mi opinión, 
con verdadero acierto Rodríguez Devesa-, que rotundamente afirma 
que 'todos tienen derecho a la vida'. Hay dos posibles interpretaciones 
que han de rechazarse por conducir al absurdo, una la de que se re-
fiere a la vida de las 'personas', otra la de que se trata de proteger 
a cualquier ser dotado de vida. Suponer que se trata de la vida de 
una persona significaría dejar inerme al recién nacido antes de trans-
currir las 24 horas necesarias, según el C. civil, artículo 30, para ad-
quirir la personalidad. Extender el derecho a la vida a todos los seres 
implicaría reducir la dieta humana a alimentos químicos, porque has-
ta los vegetales tienen vida. No hay otra salida -sigue diciendo Ro-
dríguez Devesa- que la de entender que la Constitución habla de 
la vida de los seres humanos en el sentido biológico de la palabra, 
y ésta comienza, sin lugar a dudas, con la fecundación del óvulo y 
concluye con la muerte. En el Derecho' español, la 'legalización' del 
aborto no es, como algunos pretenden, un problema político, sino 
eminentemente jurídico, pues mientras la Constitución 1978, artículo 
15, mantenga su redacción actual, la prohibición de matar incluye la 
de destruir la vida del feto cualquiera que sea la etapa de su gesta-
ción. Cuestión distinta es la de cuál sea la técnica jurídica más eficaz 
para hacer efectivo ese derecho que tiene todo concebido a vivir» 58. 
58. Cfr. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho penal.... cit., pp. 108-109. Planteado el problema, 
a mi.juicio, en sus justos términos -la decisión constitucional de defender la vida de cada 
ser humano, en el sentido biológico de la palabra-, es ya discutible el modo técnico-jurídico 
más adecuado que coadyuve en la defensa de ese reconocido derecho fundamental a la vida 
del que todo ser humano es titular: la solución de técnica jurídica «más eficaz para hacer 
efectivo ese derecho que tiene todo concebido a vivir» (ibidem). El lc, en su sentencia, afir-
ma que dado el carácter fundamental de la vida, el Estado tiene la obligación de incluir, 
también, «como última garantía, las normas penales» [cfr. 7]. La argumentación para exigir, 
en último término, normas penales, no traspasa su propia índole jurídica; aquí, pues, el lc 
no acepta la postura del Abogado del Estado que mantuvo, frente a los recurrentes, que, 
en este tema, la exigencia incondicional de una ratio penal resulta ser materia de política 
criminal y no un asunto jurídicamente debatible [cfr. 1.3]. Pues bien, si de lo que se trata 
es de encontrar la técnica jurídica más eficaz -insisto- para hacer efectivo el derecho reco-
nocido constitucionalmente, no parece que esa eficacia se consiga, despenalizando, en deter-
minados casos, las conductas contrarias a ese derecho. Por otra parte, puede ser útil tener 
en cuenta que Rodríguez Devesa, en la obra arriba citada, expone, fundamentalmente de 
modo descriptivo, las distintas posiciones sobre las llamadas cuestiones de política criminal: 
cfr. pp. 103 y ss. 
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Me parece particularmente destacable, en la larga cita que aca~ 
ba de transcribir se, la afirmación de que la CE «habla de la vida de 
los seres humanos en el sentido biológico de la palabra», después de 
que el referido autor ha utilizado el clásico procedimiento de reduc~ 
ción al absurdo para rechazar las otras posibles interpretaciones so~ 
bre a qué sujetos contempla el todos del arto 15. Se viene a decir, por 
tanto, según lo que entiendo, que la CE lo que expresa es que todos 
los seres humanos tienen derecho a su vida (humana). Una parte de la 
doctrina reconoce que hay otra vida humana en el vientre de la ma~ 
dre, cuando natural o biológicamente esa presencia es irrefutable 59, 
Y no es otra tampoco la visión que de este hecho tiene, como hemos 
comprobado, el Te. Sin embargo, éste, como consecuencia de la ya 
apuntada disección entre la vida humana y su natural sujeto humano 
no llega a dar el paso que aquí se está destacando: como hay vida 
humana hay también ineludiblemente un sujeto humano que no puede 
ser otro que el único titular de su propia vida; no dejamos de mover~ 
nos, como pienso que hace claramente Rodríguez Devesa, en el pla~ 
no de una apreciación elemental: esa vida humana, biológicamente 
existente, es atribuible necesariamente a su umco sujeto humano. 
Ese, y ningún otro, es el único titular de su proPia vida. 
Cuando el centro de atención se coloca no en el objeto que 
se pretende proteger (la vida humana) sino, en definitiva, en su pro~ 
pio y natural sujeto, es más fácil proteger los bienes que pertenecen 
sua natura a cada uno y que son inseparables del propio sujeto que 
es quien los aúna y quien los dignifica (cfr. arto 10.1 CE) 60. Por. 
tanto, más que proteger la vida, la CE protege a cada uno en su vida. 
59. .El concepto constitucional de vida es un concepto puramente naturalístico». Con esta 
expresión -afirma Rodríguez Mourullo- «se quiere subrayar que la existencia o inexistencia 
de vida no se puede hacer depender de valoraciones sociales y que, en cuanto se cumplen los 
correspondientes presupuestos biofisiológicos, hay que reconocer la presencia de vida, cual-
quiera que sea el estado, condición y capacidad de prestación social de su titular». Cfr. RODRÍ· 
GUEZ MOURULLO, Comentario al arto 15 ... cit., p. 300. Los subrayados son del autor. 
60. Esta primordial atención al sujeto de la vida humana facilita la aceptación decidida 
de hacer real y efectiva su protección cuando aún no ha nacido. .La Declaración de los 
derechos del niño (Resolución I386-CXIV) de la Asamblea General de las N.U. de 20 oct. 
1979, afirma en su Considerando III el derecho del niño a 'la debida protección legal, tanto 
antes como después del nacimiento' y la Asamblea del Consejo de Europa, que agrupa vein-
tidós países, aprobó en Estrasburgo el 4 oct 1979 la Resolución núm. 4376 en la que se 
invita a los Gobiernos a reconocer la vida del niño desde el momento de la concepción». 
Cfr. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho Penal... cit., p. 21, en nt. 5. El subrayado es del autor. 
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Llegados a este punto, conviene que nos detengamos en el uso 
jurídico habitual del concepto de persona. Generalmente, cuando este 
término es utilizado, se hace apropiándose del significado que le da 
el Derecho civil. Incluso los penalistas, cuando matizan su sentido en 
el Derecho penal parten de la noción civilista de persona, aunque 
le den un contenido algo más amplio 61. Como veremos más ade-
lante, el concepto civilista de persona, en mi opinión, resulta estre-
cho para un uso correcto del término en el ámbito constitucional. 
Pero veamos algunos rasgos de ese concepto jurídico en la doctrina 
civilista más autorizada. 
«El concepto de persona -dice De Castro- tiene su íntima 
raíz en la idea de la unidad histórica, de que permanece la misma 
a través del tiempo, de que en torno a ella se unifica la serie total 
de los actos y hechos que le atañen. Recién nacido, impúber y pú-
ber, anciano, es la misma persona ( ... ). Jurídicamente, esta condición 
se manifiesta en la identidad e identificación de la persona» 62. In-
mediatamente se advierte que el maestro de civilistas no incluye al 
no nacido en la relación de estadios o momentos del proceso vital 
recorrido por la misma persona. Como hemos observado más atrás, 
el Derecho civil se ocupa del nacido; De Castro es coherente con la 
perspectiva científica de la disciplina que cultiva. Pero nosotros no 
estamos aquí contemplando al ser humano nacido sino al no nacido. 
Pues bien, si en las transcritas palabras de De Castro, la íntima raíz 
del concepto de persona se encuentra, con otras palabras, en la iden-
El Abogado del Estado, contestando al cuarto motivo de inconstitucionalidad alegado por 
los recurrentes, que consideraban que el proyecto de ley infringía el arto 39.4 CE, que dice 
.Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por 
sus derechos», no admitió que pudiera hablarse de niños no nacidos; para el Abogado del 
Estado, tanto las referencias a los 'niños' como a los 'hijos', no sólo de este pár. 4 sino tam-
bién del pár. 2 del mismo art., están contemplando obviamente a los hijos menores, y su 
protección está . indiscutiblemente ligada a la noción de persona» [cfr. I.3). 
61. .EI asesinato es, como el homicidio, la muerte dolosa de un ser humano. Por más 
que el arto 406 -se refiere al Código penal- emplea el giro: 'matare a una persona', no es 
determinante, en lo que concierne al sujeto pasivo, el derecho civil. El bien jurídico protegi-
do es el mismo que el del homicidio del arto 407». Cfr. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho Pe-
nal... cit., p. 49. Los subrayados son del autor. El arto 407 del C. P. dice que .el que matare 
a otro será castigado, como homicida». 
62. Cfr. DE CASTRO, Derecho Civil... cit., 1I, p. 38. No parece que esté de más recordar 
aquí las afirmaciones del Te, al comienzo de la sentencia, de que la vida humana comienza 
con la gestación y termina con la muerte; que, en todo caso, «la vida es una realidad desde 
el inicio de la gestación» [cfr. 5). 
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tidad irrepetible de cada ser humano, a través del tiempo, desde el 
comienzo de su vida hasta su muerte, este concepto -en parte válido 
para todo el Derecho, y en parte restringido en su validez por el uso 
y significado limitado dado por una determinada, aunque tradicio-
nalmente troncal, rama del Derecho- puede ser expresivo y adecua-
do para ser utilizado en el ámbito constitucional, siempre que inclu-
ya un contenido más amplio que el meramente civilista: incluyendo 
a todo ser humano, desde su concepción hasta su muerte. 
«La palabra persona -dice también De Castro- acentúa en el 
hombre su carácter de individuo, o sea, su condición de ser indistin-
to en sí mismo y a la vez distinto de los demás» 63. En realidad, el 
inicio de la gestación -nos volvemos ahora a mover en el ámbito 
constitucional propio del «todos tienen derecho a la vida» del arto 
15 CE-, que individúa a un nuevo ser en el seno de su madre, pare-
ce poseer ya las exigencias vitales que permitan hablar de la existen-
cia de una personalidad constitutiva propia tan sólo del individuo hu-
mano; la cual reclama el consecuente reconocimiento por parte del 
Derecho. Como ya hemos recordado antes, «el ser humano recibe 
del Derecho la personalidad como un reconocimiento» 64, Y no co-
mo una concesión. 
Si el nasciturus, desde el mismo momento del inicio de la gesta-
Clon, es ya un individuo humano, es, por eso mismo, y en el sentido 
recientemente indicado, ya una persona. No se trata de concederle 
ese carácter, sino de reconocer jurídicamente, lo que ya está siendo. 
Es una persona -naturalmente, insisto, no en el sentido razonable-
mente limitado propio del concepto civilístico- en el primer estadio 
de su desarrollo, y, constitucionalmente, requiere la protección básica 
y decisiva de su vida; y la CE le reconoce esa protección, al no limi-
tar a nadie el derecho a su propia vida (tampoco al que aún no es 
persona para el Derecho civil). Si, en cambio, no se le reconoce su 
ser personal, no existe una protección jurídica suficientemente garanti-
zada, como se observa en la STC; si sólo se reconoce a su vida el 
63. Cfr. DE CASTRO, Deredw Civil... cit., n, p. 29. Recordamos también cómo el TC 
afirma que «la gestación ha generado un tertium existencialmente distinto de la madre, aun-
que alojado en el seno de ésta» [cfr. 5]. 
64. Cfr. DiEZ-PICAZO, Introducción a E de Castro, Derecho Civil... cit., p. X. 
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carácter de bien jurídico constitucionalmente protegible -un bien 
jurídico acéfalo, podríamos decir-, el nasciturus queda suficientemente 
desprotegido. 
Lo primario en la ordenación social propia del Derecho es par-
tir de la realidad; no desconocerla, ni distorsionarla, ni traicionarla. 
Lo primario es la realidad: en este caso, la existencia de un individuo 
humano que es idéntico -en cuanto individuo- al que un día mo-
rirá. El Derecho, pues, depende de la realidad 65. Y no al revés: que 
la realidad humana -el ser humano no nacido- dependa de un De-
recho que le ignora: es decir, que ni lo reconoce en su integridad, 
ni le protege con suficiente contundencia. 
A mi juicio, la Constitución no procede así, sino que recono-
ce, con máxima amplitud, la necesaria protección de la vida de todos 
los seres humanos. La interpretación aceptada por el Te viene a ser: 
como el nasciturus no es persona, no puede estar incluido -al me-
nos, con plenitud- en el «todos» de quienes tienen derecho a la vi-
da; porque quien no es persona no puede tener derecho alguno. Pero 
pienso que la CE es más abierta que lo que parece que es, por la 
reductiva interpretación que el Te hace de ella. El arto 15 reconoce 
a todos el derecho a su vida; pues bien, al reconocerle el derecho a 
su vida a todos y a cada uno de los seres humanos, les está recono-
ciendo, de modo implícito aunque suficientemente claro -a todos 
ellos- su carácter de personas. Al reconocerle el derecho a todos, 
a todos les reconoce su carácter de personas; porque «persona y dere-
cho subjetivo son conceptos íntimamente unidos» 66. 
El TC hace una distinción, en sí misma aceptable, pero de la 
que saca unas consecuencias jurídicas que no comparto. Destaca la 
particular relevancia que, dentro del proceso vital, tiene el nacimien-
to -aun partiendo de que la vida es una realidad desde el inicio de 
la gestación-; dicho nacimiento «significa el paso de la vida alberga-
da en el seno materno a la vida albergada en la sociedad, bien que 
con distintas especificaciones y modalidades a lo largo del curso vi-
65. "La conversión de la realidad social en jurídica es el dar un nuevo valor a esa reali-
dad, no un sustituir la realidad social por la jurídica». Cfr. de Castro, Derecho Civil... cit., 
n, pp. 27-28. 
66. Cfr. DE CASTRO, Derecho Civil... cit., .1, p. 578. 
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tal» [cfr. 5]. El nacimiento, en verdad, origina el paso al modo defini~ 
tivo u ordinario de la vida humana sobre la tierra: de la vida alber~ 
gada en el seno materno a la vida albergada en la sociedad. Sin em~ 
bargo, ese paso del nacer supone sólo hasta cierto punto que el ser 
humano entre entonces a formar parte de la comunidad humana, 
que, por serlo, es también comunidad jurídica. En el plano constitu~ 
cional -o fundamental- del Derecho, desde el mismo momento del 
comienzo de la gestación, desde el mismo momento en que el nuevo 
ser humano comienza a vivir en el seno materno, está ya siendo, al 
tiempo, albergado por la sociedad, ha entrado ya a formar parte de 
los seres humanos vivos, y ha de ser ya protegido, como un nuevo 
miembro -aunque aún incipiente- de la comunidad jurídica. El su~ 
jeto humano aún no nacido es ya, desde el comienzo de su existen~ 
cia, un nuevo miembro de la comunidad jurídica. Y si la misma 
Constitución le reconoce el derecho a su propia vida -sin que el 
arto 15 haga ninguna excepción- le está reconociendo obviamente 
la capacidad de tener ese derecho, ya que la capacidad jurídica es pre~ 
supuesto de la condición de sujeto de derecho 67, y, en definitiva, la 
CE, como ya hemos visto, le está reconociendo que es persona, por~ 
que «la capacidad jurídica ( ... ) es una manifestación inmediata de la 
personalidad» 68. 
Pero ¿no es esto ir demasiado lejos? ¿Acaso el nasciturus, a pesar 
de tener una vida propia e independiente, no es un ser completamente 
dependiente en todo; y, concretamente, no depende para todo de su 
madre? ¿Cómo puede ser sujeto de derechos? -aunque aquí solo tra~ 
tamos de un solo derecho: el derecho a su vida-o Pues, en efecto, 
no me parece que sea excesivo llegar hasta aquí. La impotencia ope~ 
rativa o las incapacidades de diverso género, que tienen naturalmen~ 
te, o que padecen accidentalmente, los seres humanos no son obstácu~ 
lo teórico 69 ni práctico para el ordenamiento jurídico; al contrario, 
el Derecho se ocupa de protegerles con particular atención. 
67. Cfr. DE CASTRO, Derecho Civil... cit., n, p. 47. 
68. Cfr. ibidem, p. 46. "La capacidad jurídica no se adquiere por tener una situación de-
terminada en la comunidad jurídica, sino al ser y por ser persona". Ibid. 
69. «Todo hombre tiene capacidad jurídica y -al menos latente- capacidad de obrar". 
Cfr. ibid., p. 33. Respecto al sujeto de los derechos subjetivos, dice también De Castro que 
«en el sujeto se requiere la personalidad ( ... ); en cambio, no se precisa que tenga un poder 
de voluntad psicológicamente efectivo". Cfr. de Castro, Derecho Civil. .. cit., 1, p. 579. 
512 JOAQUÍN CALVO-ÁLVAREZ 
Estos sujetos humanos, como es el caso de los niños, sin dejar 
de tener sus propias titularidades jurídicas, están sometidos a repre~ 
sentación. Es cierto que, al no poder aún actuar por sí mismos en 
la vida jurídica, esos seres humanos no dejan de ser -en cuanto su~ 
jetos de derechos- unos singulares sujetos de derechos. Sin embar~ 
go, el Derecho actual, por respeto a su ser personal, les reconoce su 
carácter de sujetos de derecho, ya que se prevé, con carácter general, 
que normalmente llegarán a ser miembros activos de la comu~ 
nidad 70. 
La protección que el Derecho les presta -en este caso, el Dere~ 
cho civil- es, a un tiempo, resultado y principio informador que da 
razón de toda la ordenación técnico~jurídica empleada; es decir, ésta 
se delinea y se articula en fun~ión de la eficacia de la protección jurí~ 
dica facilitada por el ordenamiento. De este modo, «el Derecho se 
preocupa de defender la intangibilidad de los derechos del incapaz. 
El representante tiene facultades sobre los derechos del incapaz; pero, 
limitadas expresamente, en cuanto sólo puede ejercitarlos en benefi~ 
cio y en nombre de su representado» 7I. 
Pues bien, pasando de nuevo del ámbito civil al constitucional, 
¿acaso la perspectiva del Derecho Constitucional -necesariamente 
más amplia y decisiva que la del civil, que se mueve en buena parte 
atendiendo a cuestiones de carácter patrimonial- no exige, respecto 
al nasciturus, una actitud similar y particularmente reforzada; con ma~ 
yor razón si no olvidamos que de lo que se está tratando es del úni~ 
ca bien jurídico radical que es la proPia vida del ser humano? 
El planteamiento que aquí hacemos pudiera no ser compartido 
por la observación crítica de algunos posibles vicios, para mí ahora 
ocultos, y que agradecería que se me señalaran en su momento. Esto 
es razonable, y, gracias a esa crítica, todos podemos rectificar nues~ 
tras errores y seguir profundizando en el trabajo científico. Sin em~ 
bargo, si el posible desacuerdo viniese originado por un desmedido 
apego a la, por otra parte, sabia tradición jurídica; o bien, por un 
aprecio también desmedido a un formalismo jurídico, tan científica~ 
mente atractivo como alejado tantas veces del esfuerzo por desentra~ 
70. Cfr. ibidem, pp. 579-580. 
71. Ibidem, p. 580. 
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ñar los problemas jurídicos más nucleares y decisivos, como son los 
que afectan a la real y efectiva defensa de la dignidad de cada ser 
humano, entonces el rechazo de un planteamiento como éste, no me 
produciría más que una cierta tristeza. Porque tantas veces el forma~ 
lismo o logicismo jurídico, a mi parecer, no es lógico; no es lógico 
porque en su tratamiento de los problemas prescinde de si el resulta~ 
do es inicuo o aceptable para una conciencia jurídica elemental. La 
verdadera mentalidad jurídica ha sabido siempre adecuarse a la reali~ 
dad que ordena, evitando la aplicación mecánica de teorías a la per~ 
manente novedad de los problemas humanos. 
El profesor Díez~Picazo señala que «el ordenamiento jurídico se 
ha preocupado, en todos los tiempos, de señalar cuál es el momento 
que marca el comienzo de la personalidad. A nosotros -sigue 
diciendo- nos parece claro que . la personalidad debe ir ligada a la 
existencia de vida humana. Aun cuando cabría entender que, desde 
un punto de vista biológico, la vida comienza desde el momento de 
la concepción, la tradición jurídica se ha inclinado por colocar el co~ 
mienzo de la personalidad, no en la concepción, sino en el nacimien~ 
too Esta regla puede encontrar su fu~damento en la idea de que, si 
bien el feto es biológicamente un ser vivo, carece de una vida inde~ 
pendiente por formar todavía parte de la madre. Por otro lado, el 
que el concebido llegue a nacer vivo es algo que resulta sólo even~ 
tu al y meramente probable. Finalmente, a todo ello hay que añadir 
un problema teológico no resuelto e irresoluble: determinar en qué 
momento el alma se une con el cuerpo. Todo este conjunto de razo~ 
nes aconsejan que jurídicamente sea el nacimiento el hecho y el 
punto que marca el comienzo de la personalidad. Así lo establecía 
la tradición romanista y así lo recoge nuestro c.c., que en su artículo 
29 dispone precisamente que 'el nacimiento determina la persona~ 
lida(U 72. 
Díez Picazo, como en él es habitual, expone con pulcritud y 
claridad una síntesis del status quaestionis sobre el tema del momento 
en que comienza la personalidad, al comentar el arto 29 del cc. Pa~ 
rece claro que, aunque no deja de tener presente el problema jurídi~ 
co nuclear, no se ocupa del tema a partir de la CE -que entrará 
72. DiEZ PIcAza, Comentario al artículo 29 del Código Civil cit., pp. 807-808. 
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en vigor precisamente el mismo año de la publicación de su trabajo-o 
Como es natural, el punto de vista propio del Derecho civil está pri-
mordialmente presente en su exposición. Del feto dice que carece de 
una vida independiente por formar todavía parte de la madre. En este 
punto, basta atender a la STC que afirma con claridad «que la gesta-
ción ha generado un tertium existencialmente distinto de la madre, aun-
que alojado en el seno de ésta» [cfr. 5]. También el ya nacido, aunque 
ha abandonado ya el albergue materno, sigue siendo, aunque de distin-
to modo, un ser enteramente dependiente. Por otra parte, si el reconoci-
miento de la personalidad implica simultáneamente, por parte del Dere-
cho, el reconocimiento de la dignidad de quien posee dicha persona-
lidad como propia, a los primarios efectos de su fundamental defensa, 
no se ve -desde el punto de vista constitucional- que el mero hecho 
de no haber aún nacido sea algo decisivo para no tener ese reconoci-
miento y la consecuente defensa por parte del Derecho. La perspectiva 
civilística destaca especialmente -en el texto transcrito de Díez Picazo-
cuando el autor dice que «el que el concebido llegue a nacer vivo es al-
go que resulta sólo eventual y meramente probable». El Derecho civil, 
volvemos a recordarlo, tiene centrado su interés en el nacido, y protege 
al no nacido indirectamente, por si llega a nacer; si realmente nace pasa 
a gozar de determinados derechos con efecto retroactivo, derechos que 
han esperado el nacimiento de su eventual titular, existiendo hasta en-
tonces en una situación jurídica de pendencia 73. Por otra parte, el 
hecho de haber ya nacido facilita la presunción de su futura viabilidad, 
aunque la previsión de que siga creciendo y desarrollándose no deja-
rá de ser también algo eventual y más o menos probable, y, sin em-
bargo, esta inseguridad futura, respecto a la vida del ya nacido, no im-
pide que, a las 24 horas de nacer, se le reconozca su personalidad 
(cfr. art. 30 CC); y, en todo caso, la mayor o menor previsibilidad 
del desarrollo vital de un ser humano no puede condicionar su pro-
tección constitucional incondicionada desde que . tenga vida hasta que 
le sobrevenga la muerte 74. 
73. Vid. supra cit (20). 
74. Hablo aquí de una protección constitucional incondicionada de la vida de cada ser 
humano; no es posible aquí detenerse en este punto. Quizá en un próximo trabajo pueda 
extenderme en el tema -tratado por la STC- relativo a los conflictos jurídicos de bienes; 
en este punto es preciso tener en cuenta el carácter especialísimo propio del bien de la vida 
humana. 
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Por último, Díez Picaza alude, como una razón más que ayuda 
a considerar aconsejable que el comienzo de la personalidad quede 
ligado al nacimiento y no a la concepción, al problema de la anima~ 
ción. En todo caso, no parece que este problema sea considerable a 
la hora de reconocer la personalidad al nacido o bien ya al concebi~ 
do. Como ya hemos visto antes, lo decisivo aquí parece ser la reali~ 
dad biológica: un individuo humano vivo, albergado en el seno ma~ 
terno pero sin ser parte de éste. Esta parece ser la visión del Derecho 
penal en el que la protección respecto al aborto «se otorga desde el 
momento mismo de la concepción» 75. 
En definitiva, no veo que las razones que aporta Díez Picaza 
sean impeditivas de la aceptación de que la CE reconoce implícita~ 
mente, pero con suficiente claridad, que el ya concebido es también 
persona, puesto que a él también le reconoce el derecho a su propia 
vida. Sin embargo, ¿por qué hasta tiempos muy recientes no ha sido 
planteado jurídicamente, con partieular fuerza, que el concebido sea 
ya persona, y no lo sea, tan solo, una vez nacido? (cfr. arts. 29 y 30 
CC). 
Una vez más, en mi opinión, las palabras de De Castro, pue~ 
den iluminarnos el problema, a pesar incluso de la contundencia con 
la que él mismo rechaza, hace ya varias décadas, la posibilidad de 
considerar persona al concebido: «llevar el comienzo de la personali~ 
dad al momento de la concepción sería destruir el concepto jurídico 
de persona; el embrión, ni jurídica ni filosóficamente hay por qué 
considerarlo persona; su protección jurídica penal y civil, directa e 
indirecta, está suficientemente garantizada y justificada como espe~ 
ranza de persona» 76. 
Pienso que, actualmente, al menos en parte, estas palabras no 
pueden mantenerse. Hoy, la protección jurídica del no nacido desde 
la concepción ha dejado de estar, de hecho, suficientemente garanti~ 
zada. En detenninados casos -los del proyecto de ley que la STC juzga 
75. C fr. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho Penal... cit., p. 78. Esa protección se otorga con 
independencia de las diversas posturas referentes a la animación . Vid. ibidem, p. 79, nt. 1. 
76. C fr. DE CASTRO, Derecho Civil... cit., 1I, p. 117. En la nt. 7, de esa misma página, 
dice: "Una declaración de que 'los derechos generales de la humanidad corresponden tam-
bién al no nacido desde el momento de la concepción' (A.L.R. 1,1, § 10) puede tener este 
significado». No he podido saber a qué declaración corresponden esas siglas. 
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constitucionales- el no nacido queda absolutamente desprotegido. Si en 
un tiempo, aún no muy lejano, no había razón -pensaba el insigne 
maestro- para plantearse un desplazamiento en el reconocimiento 
del comienzo de la personalidad humana, y retrasarlo hasta el mismo 
momento de la concepción; hoy, en cambio, a mi juicio, sí hay por 
qué considerar persona ya al solo concebido y aún no nacido: su pro-
tección eficaz lo reclama. No se trata naturalmente de destruir el 
concepto jurídico de persona, sino, por el contrario, precisarlo y aco-
modarlo a las nuevas exigencias jurídicas de protección de cada ser 
humano, asumidas por la CE, en lo que podemos llamar su espíritu, 
y en su misma letra, aunque, en este caso, de modo implícito pero 
suficientemente claro, y no admitido, ciertamente, en toda la ampli-
tud requerida, según mi criterio, por la STC. 
Sigue diciendo De Castro que «los autores antiguos no pensa-
ron nunca que el concebido tuviese personalidad o capacidad jurídi-
ca; no podían olvidar los textos romanos, que decían que era una 
parte de la madre» 77. Ciertamente, partiendo de esa premisa, el no 
reconocer la personalidad al concebido era, sin duda, una conclusión 
correcta. Sin embargo, tanto el avance científico como la conciencia 
común de la dignidad de la persona humana son elementos o facto-
res que confluyen, y pasan a conformar una visión jurídica del pro-
blema propia de la época contemporánea; visión que va tomando 
cuerpo desde los comienzos de la segunda mitad del siglo XX. 
Los recientes descubrimientos en el campo de la genética (co-
mienzo del individuo humano desde la concepción) constituyen un 
factor actual con relevancia sólida a la hora de una interpretación 
jurídico-constitudonal amplia, relativa al sujeto del derecho a la vi-
da 78. Queralt, aun no secundando esta actual orientación, reconoce 
la existencia de una «demanda social moderna de protección del nasci-
tUruSIl 79. De lo que se trata es de percibir la virtualidad prioritaria 
de la perspectiva jurídico-constitucional a la hora de juzgar sobre el 
presente tema, sin dejarse llevar de unos puntos de vista que, aun 
siendo correctos, e incluso los propios, en otros ámbitos del saber ju-
77. Cfr. ibidem, p. 121. 
78. Cfr., con carácter general, e! arto 3.1. Ce., sobre la preceptiva interpretación de las 
normas según la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas. 
79. J. J. QUERALT, Derecho penal español cit. p. 45. Los subrayados son de! autor. 
SOBRE LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 517 
rídico, si se tornan corno determinantes al interpretar la Norma fun-
damental del ordenamiento, limitan y desdibujan las exigencias cons-
titucionales, reduciendo la objetividad de su alcance 80. 
Esta diferente perspectiva que confluye sobre el mismo objeto 
es consecuente con el diverso punto de vista del que se parte; esta 
razonable diversidad de formalidades o perspectivas, es sustantivo da-
to configurador de las distintas ciencias, y origina, por ejemplo, que 
un mismo término, al ser utilizado conjuntamente por dos o más dis-
ciplinas, sea · usado, sin embargo, con diferente significado; es el caso 
del término 'abortd', ya sea utilizado por médicos o por penalistas 81. 
Si esto ocurre entre dos o más ciencias que tratan sobre el mismo 
objeto, situaciones parecidas se presentan en cuanto al sentido dado 
a una misma expresión por las distintas ramas del Derecho, aun 
cuando el significado básico o fundamental sea comúnmente com-
partido; y así se ha afirmado que «en el Derecho administrativo se 
utiliza el concepto de derecho -se refiere aquí al derecho subjetivo-
con una amplitud muy superior a la que le da la técnica civil, ha-
ciéndole equivalente a facultad y a interés protegido» 82. La varia-
ción de matices, e incluso la diversa precisión conceptual de un mis-
mo término jurídico, según sea este tratado por una u otra rama del 
Derecho, no es, por tanto, una novedad. 
80. « ... el empleo de la palabra 'persona' en el attículo 15 de la C. no habría supuesto, 
sin más, vía libre para la despenalización del aborto. Aunque se adujese entonces que el 
feto no es persona ni puede ser sujeto de derechos, siempre se podría contrargumentar 
-como ya han hecho algunos constitucionalistas extranjeros- que semejante entendimien-
to supone una inadmisible claudicación del Derecho constitucional frente a concepciones 
iusprivatistas ( ... ) que entre las interpretaciones posibles de las normas relativas a los dere-
chos fundamentales debe elegirse aquella que otorga a la norma mayor eficacia protectora 
y que, en definitiva, como de una u otra manera rezan viejos aforismos jurídicos, los dere-
chos humanos fundamentales convienen también a los no nacidos desde el momento de 
su concepción». Cfr. RODRÍGUEZ MOURULLO, Comentario al arto 15 ... cit., pp. 303-304. La 
referencia a esos constitucionalistas extranjeros es a MAUNZ-DURIG-HERZOG, Grnndgesetz. 
Kommentar (München 1970), p. 88. 
81. «Médicamente se entiende por aborto toda expulsión del feto, sea natural o provoca-
da, dentro de los seis primeros meses siguientes a la concepción. Los casos restantes se in-
cluyen bajo la denominación de parto prematuro. El concepto médico no es utilizable a los 
fines penales». Cfr. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho Penal... cit., p. 80. 
82. DE CASTRO, Derecho Civil ... cit., I, p. 600, nt. 3. Por otra parte, en lo que se refiere 
al contenido preciso del término 'persona', no hay una coincidencia completa entre el Dere-
cho civil y el Derecho penal. Vid. supra nt. [58). 
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Por otra parte, aceptar que la CE (art. 15) incluye en el «todos» 
también a los no nacidos -y ya, desde su concepción, seres huma-
nos vivos- evitaría resultados deplorables e ilógicos que tienen su 
origen en una visión del problema parcial y demasiado limitada, y 
que han sido puestos de manifiesto por la doctrina y por la misma 
experiencia de los . debates parlamentarios 83. 
Se lamentaba De Castro que la Revolución francesa, al difun-
dir la práctica de incluir una declaración de los derechos del hombre 
al frente de las Constituciones, propiciara que la defensa jurídica de 
la persona y su consideración institucional pasase a ser «cuestión po-
lítica, materia constitucional». Esto tendrá como resultado «que los 
civilistas abandonen la consideración jurídica de la persona» 84. De 
cuestión jurídica, en el parecer de De Castro, ha pasado, pues, a ser 
cuestión política. 
Sin embargo, la existencia y desarrollo del Derecho constitu-
cional, en cuanto disciplina, reclama una juridización (o asegura-
miento jurídico básico) de los elementos e instituciones fundamenta-
les del ordenamiento constitucional, que fundan e informan el resto 
del ordenamiento jurídico; concretamente, de la persona; de su dig-
nidad, de su vida, de su libertad. Por tanto, lo que, según De Castro, 
ha llegado a ser cuestión política, debe recobrar, con la mayor densi-
dad posible, su carácter jurídico, aunque ahora desde un punto de 
vista más amplio y más hondo: más constitutivo o constitucional. La 
conceptualización jurídica no puede abandonar al campo de lo político 
83. Bajo Fernández afirma que la pugna de las discusiones parlamentarias relativas a la 
redacción del art. 15 CE, se entiende mejor teniendo en cuenta la sentencia del Tribunal 
Constitucional alemán de 25 de febrero de 1975. "El 18 de junio de 1974, el Parlamento 
alemán aprobaba una ley que despenalizaba el aborto ·con la solución de los plazos. Recurri-
da ante el Tribunal Federal Constitucional, éste dictó sentencia el 25 de febrero de 1975 
declarando inconstitucional el sistema de los plazos, por entender que la despenalización ge-
neralizada del comportamiento abortivo hasta el tercer mes de embarazo implicaba una des-
protección absoluta del producto de la concepción durante este período, lo que infringía 
el Precepto constitucional alemán, que declaraba que 'todos tienen derecho a la vida'. El 
Parlamento alemán adoptó el sistema de las indicaciones por Ley de 21 de junio de 1976 
( ... ) El antecedente alemán obligó a la Doctrina a volcarse en la argumentación gramatical. 
Así, para probar que la expresión 'todos' se refiere únicamente a los nacidos, se pretendió 
demostrar que 'todos' y 'personas' eran expresiones equivalentes ( ... ); se contestó que, de 
aceptar esta tesis, se dejaría deprotegido también al recién nacido antes de transcurrir las 
veinticuatro horas de separación del claustro materno, ya que sólo en este momento se ad-
quiere la personalidad desde el punto de vista civik Cfr. ManuaL cit., pp. 118-119, nt. 19. 
84. Cfr. DE CASTRO, Derecho CiviL cit., Il, p. 12. 
SOBRE LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL · 519 
los puntos nucleares del ordenamiento: los referentes a la persona, 
a su dignidad, a sus derechos inviolables o inalienables 85. 
Este nuevo esfuerzo de conformación jurídica que el fenómeno 
constitucional reclama de los juristas, se descubre, con particular cla, 
ridad, en el tema que tratamos. Así, la requerida eficaz protección 
del nasciturus adquiere adecuada coherencia y una sólida justifica, 
ción, si la ponemos en relación con un renovado concepto jurídico, 
constitucional de 'persona~ En cambio, si no se admite la indisoluble 
unión entre el sujeto biólógico humano y su necesaria y consecuente 
protección por el Derecho, los intentos de tutela que tratan de elabo, 
rarse, fácilmente resultan insuficientemente fundamentados, aunque 
sean, en todo caso, jalones manifestativos de una irreductible sensibi, 
lidad jurídica 86. 
En definitiva, la noción de persona que presenta el Derecho 
civil (art. 30 CC) y la que, a su vez, presenta la vigente CE (vid. 
arto 10.1, arto 14 y ss.) -en éste último caso sin la precisión, y limita, 
ción, civilística- ¿son, en verdad, coincidentes, o, más bien, difieren 
entre sí? Con otras palabras, la persona a la que se refiere el arto 10.1 
CE ¿coincide exactamente, en su comprensión, con la persona a la 
que hace referencia el arto 30 CC -el feto nacido que tuviere figura 
humana y viviere veinticuatro horas enteramente desprendido del se, 
no materno-, cuya limitada inteligencia de la misma no carece, sin 
embargo, de validez, para los efectos que pretende? ¿No es más bien, 
la persona a la que hace referencia la CE, aquel individuo en el que 
85. Cfr. CALVO ÁLVAREZ, Orden público ... cit.,. pp. 141-150. 
86. Parece claro que si e! Derecho civil ha elaborado históricamente una verdadera, aun-
que indirecta, protección de! nasciturus, partiendo, sin embargo, de que e! no nacido carece 
de personalidad; en la medida en que ésta, con la precisión y alcance requeridos, sea reco-
nocida al nasciturus, desde su concepción, a partir del dato constitucional, la protección de 
éste se mejorará y se hará más sólida en e! entero ordenamiento jurídico. En nuestro Dere-
cho -hacía notar De Castro-, la especial protección que se otorga al concebido «es para 
remediar su falta de personalidad. El antiguo 'curator ventris', en nuestro antiguo Derecho, 
y las figuras semejantes conocidas en los Derechos extranjeros no representan al concebido, 
sino a la masa ° masas especiales de bienes que custodian». Cfr. Derecho Civil ... cit., Il, p. 
126. De este modo, e! digno esfuerzo que desde e! Derecho civil puede ponerse en afrontar 
e! problema de! aborto no consigue, sin embargo, evitar que e! nasciturus quede sustancial-
mente desamparado, ya que, como hemos visto, la protección que e! Derecho civil presta 
al nasciturus es limitada e indirecta. Cfr. V. M. GARRIDO DE PALMA, El Derecho civil, pro-
tector del ser humano, en "Anuario de Derecho Civih>, XXXVI (1983), pp. 1359-1375; passim; 
especialmente, pp. 1365-1375. 
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inhiere naturalmente la racionalidad y la libertad, lo cual le hace, per 
se, digno de respeto, y de protección y de promoción? 
Para el Derecho civil, sólo el nacido interesa directamente¡ sin 
embargo, acoge bajo su protección, también al no nacido (art. 29 
CC), de tal modo que «el concebido se tiene por nacido para todos 
los efectos que le sean favorables» (ibidem). Sin embargo, aunque la 
noción constitucional de persona es más comprensiva y amplia, y la 
función de la Constitución en el ordenamiento jurídico, tiene lógica' 
mente un carácter más fundamental y protector, una reductiva inter, 
pretación Je la Constitución hace entender que el nasciturus ni si, 
quiera se tenga por nacido, para los efectos que le sean favorables: 
en este caso, su derecho a vivir. De tal modo que la noción civilística 
de persona -que parece tener en cuenta el 1C para no reconocer 
que el nasciturus sea titular del derecho a su propia vida-, opera en 
la interpretación de la Constitución, reduciendo el contenido de la 
expresa y amplia dicción del arto 15 -el «todos tienen derecho ... »-¡ 
pero la noción civilística sólo influye hasta ahí, porque, al tiempo, 
el amplio sentido protector del Derecho civil no es proyectado, en 
este caso, en sede constitucional, lo que hubiera llevado si no a reco, 
nocer que el nasciturus tuviese derecho a su vida, sí a tenerle por titu, 
lar del derecho. Por esto, para el Te el 'nasciturus' ni es persona (a mi 
juicio, con una interpretación que resulta ser una servidumbre del 
Derecho constitucional ante el Derecho civil, en este punto), ni se 
tiene por nacido -o, con otras palabras, ni se tiene por persona- (evi, 
tandoaquí la influencia protectora del Derecho civil, en sede consti, 
tucional)¡ sólo se tendrá en cuenta una «impersonal» vida humana, 
desgajada de su natural sujeción a su natural sujeto humano, que de' 
caerá ante el primer conflicto que se presente -si éste queda inclui, 
do en una de las tres indicaciones del proyecto de ley recurrido-
con los derechos de la madre. 
El Derecho civil -a pesar de las palabras iniciales del arto 29 
del CC, según las cuales el nacimiento determina la personalidad-
no acepta sin más el hecho natural del nacimiento para inmediata, 
mente atribuir a quien nace la personalidad, sino que condiciona di, 
cha atribución, principalmente, al hecho de que el feto nacido siga 
vivo veinticuatro horas después de haberse desprendido enteramente 
del claustro materno (cfr. arto 39 CC). El Código civil no reputa naci, 
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do al nacido, sin más, sino al nacido que cumpla los requlSltos del 
arto 30. La justificación de esta norma parece encontrarse en la con-
veniencia de asegurar al menos una mínima presunción de viabilidad 
futura en el que acaba de nacer. Por eso, la referida restricción en 
el reconocimiento de la personalidad al nacido se justifica en función 
de la finalidad y cometido de las normas del Derecho civil; este me-
canismo técnico jurídico se establece y tiene validez, tan sólo, «para 
los efectos civiles» (cfr. inicio del arto 30). Pues bien, en sede consti-
tucional no parece aceptable importar una elaboración jurídica sobre 
el origen y reconocimiento de la personalidad que tiene unas preten-
siones más limitadas, y ha sido establecida no para los efectos constitu-
cionales, sino para otros efectos jurídicos, dignos y convenientes, pero 
necesariamente mucho más estrechos que los constitucionales. 
En definitiva, la noción de persona que muestra la CE -indi-
viduo humano en el que inhiere la racionalidad y la libertad y cuya 
dignidad requiere la decidida defensa del Ordenamiento jurídico des-
de el origen de su vida hasta el fin de la misma- no puede enten-
derse o interpretarse del modo necesariamente restringido correspon-
diente a otras leyes del ordenamiento, sino en función de los 
criterios de orden constitucional, pues «es la legalidad ordinaria la 
que debe ajustarse en su inteligencia y en su aplicación al orden 
constitucional» 87, Y no al revés. El sujeto humano ha de ser, pues, 
protegido desde el mismo inicio de su vida -que por ser humana es 
ya personal-, y este individuo humano ha de ser, con eficacia, tute-
lado en su desarrollo (cfr. arto 9.2. CE). Porque, en el orden constitu-
cional, es el ser o individuo humano -en el sentido primario o 
biológico- quien es persona y no «el feto que tuviere figura humana 
y viviere veinticuatro horas enteramente desprendido del seno mater-
no» (cfr. arto 30 CC). y por ser persona, tiene derecho a su propia 
vida, desde el momento de la concepción hasta su muerte. En ver-
dad, «todos tienen derecho a la vida» (art. 15 CE), porque todos los 
individuos humanos vivos son personas 88. 
87. Cfr. STC 22/1984, de 17 de febrero [3]. Cfr. BOE 9.III.l984. 
88. También el prof. Ollero ha subrayado recientemente la exigencia de replantearse el 
concepto jurídico de persona desde el punto de vista constitucional, ya que la perspectiva 
propia del D. Civil resulta, a efectos constitucionales, insuficiente. Cfr. A. OLLERO, Derecho 
a la vida y derecho a la muerte (Madrid 1994), p. 52 y ss.; en especial, pp. 55-57. 
